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			Este libro nace con la vocación explícita de ser un manual general del periodo contemporáneo. Ello significa que debe centrarse en la exposición ordenada de los hechos, pero que, al mismo tiempo, debe intentar ofrecer las claves que permitan entender el significado de dicho periodo en su conjunto, destacando, dentro de su marco general, aquellos fenómenos que los historiadores acostumbran a considerar como más importantes (y la prelación ya significa avanzar una primera explicación de los mismos). 




			Presentar un libro colectivo obliga en cierto modo a explicitar unos a priori que los diversos autores compartían (con el más-menos que comporta toda aventura intelectual) a la hora de ponerse a escribir y que se tradujeron en el primer esquema de trabajo. En el fondo, buena parte del valor de esta obra dependerá de la sintonía que los diversos autores transmitan a la hora de reflejar unas parecidas inquietudes como historiadores y, al tratarse de un manual, una similar valoración de sus respectivas experiencias como docentes y como profesionales. 




			En relación a esta última faceta, no creo alejarme del sentir común al reflejar una cierta alarma ante el exagerado y creciente peso del «presentismo» que invade la enseñanza universitaria de la historia contemporánea. De hecho, se trata de una tendencia que, en confluencia con una incontrolable y creciente utilización de las denominadas «nuevas tecnologías», y con la supeditación que a menudo aparece respecto las exigencias políticas inmediatas o del mercado, puede volverse en contra de los posibles beneficios de esta situación reciente, propia de las modernas sociedades de la información y del conocimiento.  




			Con todo ello, parece apreciarse un uso creciente de las generalidades a-críticas, de las grandes imprecisiones, así como la desaparición de la perspectiva histórica global que debe acompañar todo quehacer del historiador. A nadie se le esconden los peligros derivados de la tensión periodística a la que todos nos hallamos sometidos. A cada momento aparecen hechos decisivos, «acontecimientos del siglo», etc. Por la naturaleza relativizadora de su mismo trabajo, al historiador le corresponde recordar que tan solo el paso del tiempo puede insinuar algo tan taxativo; de acontecimientos cuya influencia se prolongue más allá de un lustro existen muy pocos; los que influyen a más de una generación son realmente excepcionales. 




			Seguimos creyendo que el conocimiento ordenado y ponderado de los hechos es inseparable del conocimiento histórico y permite visiones más equilibradas y críticas de las cosas, al tiempo que nos confiere la verdadera libertad de análisis. Somos conscientes del alcance que durante las décadas centrales del siglo XX tuvo el paso del intelectual al doctrinario (con todos los extremos que ello conllevó). Pero aun en esta situación, que a estas alturas resulta ya tan cargante, la exposición universitaria nunca debería estar concebida para agradar a una determinada situación o escuela. 




			Claro está que no se trata de rechazar de plano esta historia que denominamos del «tiempo presente», del «mundo actual», etc., y que a menudo disputa sus fronteras con el periodismo, la politología, la antropología o la sociología (y si no hubiésemos perdido su conocimiento, incluso con la filosofía). La participación de los historiadores en esta tarea de inmersión sincrética e interdisciplinaria en el presente, dará cuanto menos como resultado una mejor ordenación de los temas, así como de la verdadera avalancha de la información de que disponemos hoy en día. De esta forma, el historiador futuro encontrará un camino ya desbrozado; al mismo tiempo, dispondrá de muchos elementos para comprender las distintas valoraciones que se han ido realizando de su objeto de estudio.  




			De hecho, y por definición, la historia constituye un proceso que se abre al presente y, con ello, al futuro. Esta tendencia no depende exclusivamente de la movilidad propia que genera el transcurrir del tiempo físico, sino que también refleja una movilidad de tipo cultural, de una gran carga subjetiva: los hechos del pasado no paran de transformarse ante la mirada de los tiempos que le suceden. Claro está que ningún futuro podrá cambiar la realidad del pasado, pero sí —y la circunstancia no es nada desdeñable— la imagen histórica que se tiene de él. Una deformación extrema de ello la observamos en aquellos análisis que parten de diversos apriorismos (doctrinales o metodológicos, por lo común) y que han presentado una tendencia innata a considerar su presente como la «coronación de todos los tiempos», en aquel convencimiento de que la historia humana transcurre del menos al más y del que se burlaba el gran historiador suizo Jacob Burckhardt al atribuirles la afirmación «de que todo lo anterior solo ha existido en función de nosotros».  




			Lo cierto es que no podemos olvidar, con Federico Chabod (otro de los destacados que reflexionó en profundidad a la hora de publicar sus cursos universitarios), que los problemas que se plantean los grandes historiadores están íntimamente relacionados con las preocupaciones de su presente. Sus grandes interrogantes nacen de su propia consciencia, mientras buscan en el pasado algún tipo de respuesta. También como tantos otros, el mencionado historiador italiano no puede por menos que constatar como, una tras otra, todas las generaciones retoman el estudio de los mismos temas, periodos o personajes del pasado, compartiendo la convicción de que son los que han influido decisivamente en el transcurso de la Historia. 




			En consecuencia, ninguno de los grandes problemas de la Historia puede considerarse definitivamente cerrado o resuelto, sin que este relativismo signifique que la subjetividad extrema impida el trabajo riguroso del historiador (puesto que es en el procedimiento y método de análisis donde debe buscarse su rigor científico). Del nivel de la sensibilidad intelectual del historiador va a depender cómo interroga al proceso histórico, redescubriendo sus líneas de continuidad, los cambios relevantes (revolucionarios o no), los grandes ejes y su inevitable localización territorial (ningún manual puede leerse sin la compañía de un Atlas histórico o simplemente geográfico), así como la localización de aquellos momentos de especial densidad histórica que tanto nos ayudan a explicar los comportamientos individuales y colectivos. 




			Constituye una verdadera obviedad recordar que la periodización representa —a menudo de una forma incluso inconsciente y difusa— uno de los ejercicios más propios y característicos de los historiadores. Todo historiador sabe a la perfección que en ello estriba uno de los posicionamientos más sofisticados de su práctica profesional y por ello, muy a menudo, las grandes polémicas entre historiadores se han centrado en el establecimiento y justificación de una cronología, de una fecha simbólica o representativa de tal o cual corriente, de un lapso de tiempo que pueda considerarse frontera. Y lo cierto es que la reflexión sobre el tiempo no resulta nada fácil. 




			El siglo XX se inició, precisamente, con la reivindicación de la complejidad y la subjetividad del tiempo (magistralmente noveladas por Marcel Proust o James Joyce). Hasta entonces, el tiempo había sido tratado de una forma fundamentalmente lineal: podemos recordar el caso verdaderamente peregrino de aquel obispo anglicano que a mediados del Ochocientos y coincidiendo con la difusión de las teorías darwinianas utilizó el método genealógico para fechar el origen del mundo, resultándole su inicio el 28 de octubre del 4004 antes de Cristo. Al paso del tiempo físico o matemático, desde el arranque del novecientos se le uniría la consideración del tiempo vital o natural (estacional, etc.), del tiempo personal (dilatándose o encogiéndose según momentos o estados de ánimo), del económico y el profesional, del social, del cultural y político, etc. El establecimiento de una determinada periodización no puede sujetarse exclusivamente a las exigencias del método (ya lo vimos en el caso extremo del obispo anglicano); debe tener presente, además, toda esta complejidad, subjetividad y tensión que se explica siempre por relación a las características de cada periodo histórico. 




			Todas estas reflexiones referidas a la complejidad del tiempo histórico y a la periodización se complican extraordinariamente a medida que ampliamos el espacio cultural-geográfico a estudiar. La tendencia a la mundialización, inherente a la dinámica contemporánea, representa la progresiva incorporación de continentes y civilizaciones que nunca se han regido por el calendario cristiano occidental, y de culturas cuya valoración del paso del tiempo dista mucho de la europea: millones de musulmanes o de chinos, pongamos por caso, viven referidos a un calendario absolutamente distinto al de Occidente. Hasta que a partir de 1900 no se inició el proceso de imposición de una hora oficial y de los husos horarios que permitían establecer la hora mundial, el «localismo temporal» fue la norma. 




			Todo manual de Historia, provisional por definición, tiene el deber de avisar al lector-estudiante que las periodizaciones cerradas son válidas tan solo desde una perspectiva didáctica. A medida que profundizamos e incorporamos más información para contrastar en nuestros análisis, más se resienten los compartimientos estancos y las tipologías que constituyen y sustentan las periodizaciones. Pero lo cierto es que la docencia implica la referencia, si se quiere algo estereotipada, a una cronología y a unos periodos.  




			En la línea de la que utilizamos en la actualidad, el precedente inicial de la periodización histórica lo hallamos en los cursos de «Historia y elocuencia» que realizaba Christopher Keller en la Universidad inglesa de Halle a fines del siglo XVII (y que terminó por publicar en un libro de un éxito más que notable). Fue él quien introdujo la distinción entre la historia «antiqua», el «medii aevi» y la historia «nova». Keller (conocido como Cellarius), de hecho lo que hacía era recoger y sistematizar un clima cultural, aparecido unos dos siglos antes, en el que se «descubría» lo medieval desde la «revolución» humanista; pero el éxito de su propuesta no hace sino indicar su potencial docente. 




			Como es lógico, a nosotros no nos corresponde realizar una periodización generalista como la indicada. Con todo, el hecho de circunscribirnos al periodo denominado contemporáneo (la actual historia «nova», donde debemos hallar aquello de lo que somos tributarios directos) no nos exime de un comentario acerca de la cronología que establecemos como frontera de estudio, tanto la inicial como la final. Esta explicación se hace más necesaria, si cabe, cuando enseguida se aprecia que no hemos optado por aquella cronología más tradicional, que hace arrancar el periodo contemporáneo de la doble revolución (la política liberal y la económica industrial) de fines del siglo XVIII. De la misma forma ocurre con la cronología final, en la que no respetamos la separación académica más al uso, que diferencia lo contemporáneo de lo actual. 




			Contrariamente, el presente manual ha optado por centrar su atención en el periodo que transcurre entre 1848 (esto es, mediados del siglo XIX) y nuestros días (aunque el tratamiento que se da al periodo 1990 hasta hoy sea de un carácter más ensayístico que descriptivo). Así pues, lo que se aborda es el estudio del siglo XX considerado en su dimensión más «larga» (así pues, lejos del punto de vista de «siglo corto» que propuso E.H. Hobsbawm): nos resulta imposible olvidar que desde la democracia o el populismo político a la fotografía, a la estadística o incluso a la bicicleta, casi todo lo que determina nuestra forma de vida actual se puso en marcha ya en la segunda mitad del siglo XIX.  




			Podría optarse por el punto de vista de Geoffrey Barraclough, cuando en su renombrada Guía de la historia contemporánea (1.ª edición inglesa de 1964) situaba el punto de inflexión donde daba comienzo lo realmente contemporáneo en coincidencia con la desaparición política de Bismarck, hacia 1890. En este momento histórico, dicho historiador argumentaba que era cuando los problemas que interesaban a su generación en el momento de escribir su libro, habían adquirido por primera vez una «fisonomía clara». 




			Paradójicamente, unas décadas más tarde creo que la frontera la debemos retrotraer a mediados de aquella misma centuria. No vamos a pretender, ahora, enmendar la plana a todos los que han situado una frontera decisiva en el periodo que se abre con el fin de la Segunda Guerra Mundial. El origen de muchos de los conflictos actuales debe buscarse en la remodelación del mapa mundial diseñado en aquella posguerra y en el proceso descolonizador que llevó aparejado. 




			Pero una cosa es situar el origen inmediato de algunos conflictos y otra bien distinta es disponer de los elementos básicos que nos permitirán entender el significado de los temas de fondo, de las tendencias de largo alcance, de los ejes persistentes en las políticas exteriores, de la tensión (incluso la pasión) que se pone en la utilización de los grandes conceptos, etc. Creo que debemos valorar, ahora más que nunca, la aportación de Pierre Renouvin al estudio de las relaciones internacionales. Cuando en su libro Les origines immediates de la Guerre (1925) introdujo el estudio de la cultura y la sociología políticas, de la demografía o de la economía y la técnica en la historia diplomática, pudo hablar de aquellas «fuerzas profundas» que determinan las decisiones de los estados y que a menudo se justifican con el inquietante concepto de la «razón de Estado». 




			Si nos fijamos en los grandes temas que configuran nuestro presente creo que fácilmente podremos ponernos de acuerdo en que su origen o su justificación más directa no lo debemos situar ni en 1945 ni en 1890, sino, precisamente, en la segunda mitad del Ochocientos. Claro está que también entonces podría argumentarse que se están utilizando temas, tendencias y conceptos generados en la segunda mitad del siglo XVIII; pero por este camino deberíamos retrotraer nuestro análisis, cuanto menos, a la crisis bajo medieval y está claro que no es el caso. 




			Cuando se discute sobre la democracia, la mundialización, la relación tensa entre política y economía, las exigencias de la geopolítica, el papel revolucionario jugado por la técnica, la nueva dimensión del nacionalismo, el moderno desequilibrio norte-sur, la aparición de las políticas populistas de izquierda-derecha, el Estado y su intervencionismo extremo, sobre el papel de los intelectuales y de la cultura y muchos otros temas más, de hecho se está aludiendo a la tensión creciente de su puesta en marcha real (no teórica), la cual se había configurado en esta segunda mitad del siglo XIX europeo.  




			Los testimonios de ello son innumerables, hasta el punto de superar las posibilidades de un texto introductorio como este. Antes de adquirir su gran popularidad como novelista, en 1863, Jules Verne escribe su obra París en el siglo XX. El protagonista, Michel, se siente desconcertado por una sociedad futura determinada por la opresión moral y por unos índices enormes de uniformización como consecuencia de la tiranía del progreso técnico. Un par de años antes, el positivista italiano Carlo Cattaneo (que muere en 1869, sin ver apenas la «revolucionaria» apertura del canal de Suez) aún difundía su programa de modernización política en base al progreso científico y hablaba del ferrocarril como del elemento que había permitido conectar la Historia con la Geografía y abrir de este modo el proceso irreversible hacia la mundialización. 




			Ya fuese en su versión más literaria o en la científica, las preocupaciones se irán centrando en la evidencia de que el mundo que va tomando forma a partir de esta segunda mitad del Ochocientos va a transformar en poco tiempo la misma faz de la Tierra y las formas de vida tradicional que aún subsisten. Citemos de nuevo a J. Burckhardt y a sus «Reflexiones» sobre la historia universal (realizadas en gran parte durante los años setenta del siglo XIX), las cuales parten de un interés real por la democracia pero que terminan por reflejar una gran inquietud por la forma que está tomando la implantación real de la misma y por las consecuencias culturales, sociales o políticas que de todo ello se van a derivar. Y es precisamente la preocupación que lo hace cauto y clarividente, llegando a ver que no tardará en concretarse una gran disyuntiva entre la «democracia total» y «un despotismo absoluto y violatorio de todos los derechos», ejercido por «jefaturas militares de pretendido cariz republicano»; que «el Estado militar que se avecina va a convertirse en una gran fábrica» y que este Estado va a asumir la tutela de la cultura y orientarla «según sus propios gustos». 




			El presente manual, a fin de analizar esta tensa transformación (la compleja «construcción del presente») así como sus grandes manifestaciones divide este proceso histórico en cuatro grandes periodos: el primero se titula «Del triunfo del Estado-nación a la crisis de la hegemonía europea (1848-1914)»; el segundo: «La “Guerra de los Treinta Años” del siglo XX (1914-1945)»; el tercero: «El mundo bipolar y la descolonización (1945-1991)», y el cuarto y último: «La era de la globalización (de 1991 a nuestros días)». 




			Excepto el último de estos apartados, que por su inmediatez viene tratado de una forma algo más general, los tres primeros vienen analizados desde dos perspectivas complementarias: en un primer bloque se analizan la dinámica política y de las relaciones internacionales; a continuación, vienen desarrollados unos llamados «temas transversales», donde se concretan temas de dinámica demográfica y social, de economía, de los grandes sistemas doctrinales, de la dinámica cultural general o de la evolución (¿revolución?) técnico-científica. 
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			En el París de finales de febrero de 1848 estallaba la revolución, y lo hacía con un estruendo similar a como lo había hecho en 1789. Ahora, sin embargo, los actores eran otros. Buena parte de Europa, así como el conjunto de las sociedades atlánticas, habían implementado, en mayor o menor grado, algunas de las innovaciones propias del liberalismo. El camino que quedaba por delante, en materia de progreso del constitucionalismo, de edificación de la moderna ciudadanía y de conformación del Estado contemporáneo, era, sin embargo, largo y complicado.  




			A punto de alcanzar el ecuador de la centuria, la indisposición de algunos segmentos de las elites sociales de la nación, con una presencia determinante de la mediana y de la pequeña burguesía de negocios, convergía con el malestar de las masas populares. Si aquéllas estaban disgustadas por la estrechez de los límites representativos que fijaba el sistema electoral, éstas se mostraban descontentas, en particular, con las condiciones de vida y de trabajo que se veían obligadas a soportar. La suma de ambos vectores —contestación a las restricciones participativas e intranquilidad social—, facilitaba la irrupción de las multitudes urbanas en la escena pública.  




			En esta ocasión, los revoltosos, con una notable representación de estudiantes y de obreros en su seno, al fin y al cabo exponentes de la emergencia de la universidad liberal así como del taller y la factoría industrial, conseguían, haciendo uso como fuerza de choque de algunos batallones de la Guardia Nacional, la abdicación de Luis Felipe de Orleáns y el establecimiento de la República, la segunda de las francesas. El aliento de 14 de julio parecía recobrarse. Ahora no había, como bien sabían los combatientes emplazados tras las barricadas, Bastilla que abatir; pero sí múltiples barreras de orden político y social que derribar. No fueron, sin embargo, las jornadas parisinas el primer síntoma de que otra oleada revolucionaria recorría el continente y ponía en cuestión las bases del sistema social y de Estados establecido, en el Congreso de Viena de 1815, bajo la inspiración de Klemens de Metternich. Como mínimo cabe anotar un par de antecedentes en la impugnación del rígido conservadurismo general y de la legitimidad política de los derechos de los príncipes soberanos.  




			Las revueltas rurales y urbanas habían puesto de manifiesto, en los dos años anteriores y en el corazón de Europa, las dificultades asociadas al crecimiento económico y la pervivencia, como modalidad de contestación pública, de los cíclicos motines de subsistencias y contra las fiscalidades usuales en tiempos del Antiguo Régimen. Más próxima en el tiempo, un mes antes de la revolución de París, en el reino de Nápoles se había desencadenado una revuelta de matices cívicos. En la Italia meridional, los insurrectos consiguieron que Fernando II concediese, a regañadientes y con ciertas salvedades, una Constitución de características liberales que limitaba la arbitrariedad de los poderes borbónicos.  




			En cualquier caso, la transferencia de la centralidad de las turbaciones a la capital francesa confería a éstas otro cariz y, sin duda, mayor calado. París recuperaba, como en 1789 o en 1830, el papel de motor y foco propagador de las transformaciones institucionales en los países de su entorno. El pueblo, actor colectivo al que se otorgaba el protagonismo de las jornadas, y en quien se depositaban las esperanzas de futuro, tenía, es cierto, unos límites poco definidos aunque, en todas partes, una advocación crecientemente generalizada. A él ya se habían referido, en marzo de 1829, los cronistas que daban cuenta de los festejos que acompañaron la toma de posesión del presidente norteamericano Andrew Jackson. Una multitud entusiasta y desordenada, enérgica, presentada como vulgar en sus modos y vestimentas, irrumpe en la Casa Blanca y se mezcla, en abierto contraste y para sorpresa de muchos de ellos, con dignatarios y con diplomáticos procedentes del otro lado del Atlántico. Aquí, en los años treinta, el sacerdote liberal francés Jean-Marie Lamennais, reservará, a ese pueblo, el diseño del futuro en el opúsculo Palabras de un creyente. Y, en mayor o menor medida, el pueblo será invocado, con ilusión o con pavor, por los románticos interesados en la reforma social; entre ellos, autores tan diversos como Thomas Carlyle, Victor Hugo o Alphonse de Lamartine. En 1846, Jules Michelet aseguraba con complacencia, en su libro Le Peuple, que «el calor viene de abajo». Dos años más tarde ese sujeto colorista y potente dejaba de ser una creación literaria y emergía, a imitación de la coalición jacobina, en los entornos populosos de las capitales europeas. El pueblo resultaba ser, en la práctica, la resultante interclasista de la convergencia en la acción colectiva de artesanos de oficio, estudiantes y trabajadores proletarizados, de segmentos del campesinado, de pequeños comerciantes, médicos y abogados, de libreros y periodistas.  




			Alimentada por este bigarrado sujeto colectivo, la tensión primaveral de 1848 se prolongaría durante meses. Todavía un año más tarde, el 9 de febrero de 1849, los revolucionarios romanos —demócratas, románticos y nacionalistas— proclamaban la República y, tras expulsar al Papa Pío IX, confiaban el gobierno a un triunvirato, encabezado por Giuseppe Mazzini. Quien había sido el fundador, sucesivamente, de la Joven Italia y de la Asociación Nacional Italiana, había abandonado el exilio parisino para dirigir en Milán la resistencia contra los ejércitos austríacos que querían restablecer el statu quo alterado. A renglón seguido, Mazzini se convirtió en el portaestandarte del fugaz gobierno romano. Un régimen que contaba con el apoyo de Giuseppe Garibaldi, el gran patriarca del republicanismo liberal italiano e internacionalista, europeo y americano, y, con él, con la legitimación de la corriente heroica del Risorgimento y del despertar del pueblo redentor a la vida pública.  




			En Roma, la experiencia duraría siete meses y sólo acabó gracias a la intervención de los cuerpos expedicionarios que, procedentes de Francia, Nápoles y Austria, acudieron en auxilio del Pontífice. También de España. Aquí, como en otras partes, la iniciativa gubernamental no pasó sin contestación por parte de las emergentes fuerzas de la izquierda liberal. Tanto en las Cortes como en la prensa, progresistas y demócratas rechazaron el envío de tropas contra la república romana, y lo hicieron por múltiples razones. El argumento decisivo, como aseguraba un diputado progresista, era que la República de Roma «es hoy la [fuente] de la civilización, la del progreso de las sociedades políticas; es la causa de los principios sobre los cuales se asientan todos los Gobiernos de justicia, todos los Gobiernos de libertad». Al fin y al cabo, la revolución había dejado de ser parisina o romana para devenir europea y, a la manera como se entendía por entonces, universal. 




			La primavera y el verano de 1849 experimentarían el reflujo de un ciclo de agitaciones que afectó, además de a Francia y a los restantes territorios italianos, a Prusia y a los diversos Estados alemanes, así como a los dominios de la corona austriaca de los Habsburgo. Entre estos últimos, y de manera singular, los tumultos incidieron en una Hungría apostada tras el liderazgo patriótico de Lajos Kossuth. Otros entornos menores del continente, ya fuese por la débil intensidad de las revueltas o por su carácter periférico, vivieron también con inquietud unas jornadas que, por su extensión y motivaciones, pasaron a ser conocidas, en aquellos mismos meses y por la posteridad, como «la primavera de los pueblos».  




			En realidad, una vez pasado el primer momento de euforia democratizadora y nacionalista, la estabilidad política acabó siendo, después de 1848, tan duradera y profunda como la ensayada tres décadas antes, bajo la etiqueta de Restauración. Con la pérdida de fuerza del flujo revolucionario se impondría, aunque con sobresaltos episódicos, como el de la guerra de Crimea de 1854 a 1856 o la Comuna parisina de 1871, la bajamar liberal y burguesa, el equilibrio de las potencias y el afianzamiento de un orden social que, aunque novedoso en sus rasgos esenciales, no dejaba de contar con persistencias del Antiguo Régimen.  




			En Europa, y en buena parte del mundo, se afianzaría, hasta la primera década del siglo XX, un panorama presidido por el crecimiento económico y la expansión territorial de la moderna sociedad industrial, el funcionamiento de marcos institucionales de cuño liberal y parlamentario, la conformación última de buena parte del moderno Estado-nación, la regulación de los desacuerdos internacionales mediante una compleja actividad diplomática y la emergencia imparable de nuevas modalidades de conflicto social. El socialismo y el obrerismo evolucionaron tanto en el seno de los respectivos marcos nacionales como en su dimensión internacional. En 1864 se creaba, en Londres, la Asociación Internacional de Trabajadores. Más allá de las estructuras organizativas, se perfilaban con mayor nitidez, en sus rasgos fundamentales, tanto ideologías originales de carácter comunitario como movimientos sociales de base artesanal y obrera. El marxismo, y en ciertas áreas el anarquismo, tomaba el relevo al socialismo romántico. El cooperativismo y el sindicalismo precedían, aunque no anunciaban necesariamente, la eclosión en los años 1880 y 1890 de la socialdemocracia. Con todo, el equilibrio político y social quedaría asegurado, gracias a las reformas liberalizadoras adoptadas en los años sesenta, hasta la gran crisis que se abrió con el inicio de las hostilidades de la Gran Guerra (1914-1919).  




			Como acabamos de apuntar, la generalización de los marcos liberales de diseño de las políticas generales se produjo en paralelo a la emergencia o consolidación de flamantes Estados nacionales, tanto en América Latina como en Europa. Con perfiles casi exclusivamente republicanos, el conjunto de países confirmados en su independencia tras la batalla de Ayacucho, procurarían resolver, bajo premisas liberal-conservadoras, su destino nacional. El proceso aparecería marcado por las dificultades presupuestarias; por la militarización heredada de las guerras de independencia; por la permanente tensión entre los modelos unitarios y los federales, y aun los de naturaleza confederal; por el quimérico encaje de los pueblos indígenas en los esfuerzos de nacionalización de las elites criollas; así como por el conflicto, en absoluto nimio, entre los proyectos secularizadores de las minorías liberales y la herencia cultural católica. Mientras tanto, en Europa, con una Iglesia católica replegada sobre sí misma, adquirirían singular trascendencia la conformación de las nuevas naciones italiana y alemana. En este último caso dejando atrás el estadio previo de las agrupaciones arancelarias y de las combinaciones cívico-económicas, prohijadas por el economista Friedrich List y concretadas en el vínculo aduanero de los Estados alemanes del Norte conocido como Zollverein.  




			Junto a las unificaciones, el mapa político se transformaba en el decenio de 1860 con la Segunda Acta de Reforma en Gran Bretaña y el establecimiento del dominio en el Canadá (1867), la sustitución del Segundo Imperio por la Tercera República en Francia (1871), el acuerdo constitucional entre Austria y Hungría (1867), la revolución liberal en España (1868), las evoluciones constitucionales en Grecia (1864) y Serbia (1869) e, incluso, con las iniciativas de tímido reformismo social en la Rusia de Alejandro II (1861/1864).  




			Más allá de los escenarios europeos, la guerra civil norteamericana, con la subsiguiente erosión de lealtades particulares y la emergencia de una fuerte identidad nacional, las interferencias occidentales en China o la apertura de Japón, tras la revolución Meijí, a los valores provenientes de Occidente, apuntarían dinámicas de globalización del modelo del moderno Estado-nación. Las citadas agitaciones constitucionales instaurarían, pues, en buena parte de la Europa occidental, y en otras áreas del planeta, unas normas parlamentarias y constitucionales estables. 




			Los procesos anotados, el liberal y el nacional, vendrían acompañados por el impulso inusitado de la expansión imperialista. Un florecimiento que contribuiría tanto a la reorganización del espacio central del Viejo Continente —la Mitteleuropa articulada por la monarquía dual austro-húngara de 1867— como a la proyección política, económica y cultural de éste en el conjunto del mundo. El contrapunto necesario, para la primera de las realizaciones así como para el peso del imperio zarista, fue la progresiva pérdida de influencia del poder otomano. A la pérdida de Grecia, en 1829, se le sumarían ahora el desgajamiento de Rumania (1856), Montenegro (1862/1863), Bulgaria y Bosnia-Herzegovina (1878). La denominada cuestión de Oriente, cuyos orígenes se remontaban a las agitaciones de 1830, pasaría a ser, desde mediados de siglo, el principal foco de inestabilidad continental. El bagaje de complejidades diplomáticas se completaría con la expansión del colonialismo, y el reparto territorial de continentes enteros, y la definición interna de las fronteras centro y sudamericanas. 




			Si las revoluciones del 48 tuvieron como telón de fondo los ideales y valores propios de la cosmogonía romántica del individuo y el pueblo, la noción de progreso científico, el materialismo, el positivismo y el darwinismo, científico y social, constituirían los referentes culturales e intelectuales que custodiarían y acreditarían la moralidad de la tarea imperialista: británicos y franceses contarían con el aval que les facilitaba la supuesta superioridad moral de su estadio de civilización y la incuestionable supremacía en materia científico-técnica y militar. Si el uso de la quinina permitió, desde mediados de siglo XIX, acceder a escenarios vetados con anterioridad, la revolución de las armas de retrocarga y de repetición, el desarrollo de la navegación a vapor y el de las cañoneras fluviales, entre otros avances de la tecnología armamentística, aseguró el éxito en los combates contra las formas de poder más variadas, del ancestral imperio chino a los débiles reinos del África subsaharina, y la victoria ante los pueblos autóctonos aunque éstos superasen en número a las tropas coloniales. 




			La expansión europea arrancaba, como hemos señalado, de la convicción de hallarse en un estadio de civilización superior. En toda Europa, el desarrollo de los marcos universitarios y académicos había acompañado, en los decenios centrales del Ochocientos, a la emergencia de las historias nacionales, al crecimiento del negocio editorial y a la expansión y modernización de la prensa. En el último tramo del siglo XIX buena parte de los Estados nacionales europeos habían adquirido conciencia de que, aun siendo importante la generalización de los derechos políticos y de las libertades cívicas, la empresa de erosionar las lealtades locales y provinciales, y de fomento alternativo de la nacionalización de la ciudadanía tenía un importante instrumento en la escuela y en la articulación del servicio militar obligatorio. El Estado-nación, antes que la parroquia o la patria local y en combinación o alternativamente al viejo principio dinástico, exigía la adhesión de los individuos. 




			La autonomía de la razón y el declinar del peso de las Iglesias en la dirección espiritual de las comunidades y en la regulación de los rituales sociales, en otras palabras, la creciente secularización de las sociedades occidentales, tuvo como contrapunto necesario la posterior emergencia de filosofías vitalistas que pusieron en evidencia los límites de la Europa burguesa y el empuje de la nuevas generaciones dispuestas a enfrentar, con renovado espíritu crítico, el malestar propio de un cambio de siglo, el del XIX al XX, presidido por el lento pero irreversible surgir de la sociedad de masas. 




			



			 






			Algunas razones para un nuevo período revolucionario 




			



			 






			El vasto ciclo revolucionario de 1848, un torbellino de agitaciones que atravesó gran parte del continente europeo durante un año y medio, se nutrió de la acumulación de una compleja serie de razones. La desazón provocada entre las clases populares por el desarrollo del capitalismo había dado ocasión, en los años previos y en la mayor parte de las sociedades occidentales, a agitaciones causadas por las condiciones laborales, y de vida cotidiana, de los obreros industriales, por la pérdida, o redefinición, del cometido de artesanos y trabajadores cualificados a raíz de la mecanización y la implantación de modalidades inéditas de organización del trabajo, y, en fin, por las contrariedades que afectaban a un campesinado sometido a las modificaciones que el liberalismo introducía en los sistemas de propiedad de la tierra. 




			El malestar frente a la racionalidad social y económica del capitalismo liberal se manifiesta en paralelo, y en ocasiones de forma interrelacionada, con las exigencias de ampliación de los mecanismos de participación en el bosquejo de las políticas oficiales. Las expansivas clases medias, y amplios segmentos del universo plebeyo propio de las modernas sociedades liberales abogan, con mayor o menor énfasis —según las coyunturas, las expectativas y los temores de unos y otros— por la generalización de los derechos ciudadanos. Más allá de la conquista del sufragio, la búsqueda de protagonismo surge del seno de la sociedad civil y, en numerosos escenarios, de Francia a América Latina pasando por los Estados Unidos, de modalidades armadas de presencia ciudadana. Las guardias nacionales o populares encuadran a segmentos particularmente activos de unas clases que, a menudo, se ven privadas, o muestran escaso interés, por las fórmulas comiciales de participación. En general, toda esa gama de requerimientos chocarán con los usos arbitrados por el liberalismo doctrinario en favor de la restricción del sufragio y de la limitación de los marcos de libertades —de asociación, de manifestación, de sufragio, de culto o de prensa.  




			En ciertos casos, el recelo popular frente a lo existente se veía agravado por los efectos de las crisis cíclicas originadas en los desajustes que sufría el mercado entre la oferta y la demanda. También, como entre 1845 y 1848, por la combinación de epidemias que destruían las cosechas de productos básicos en el consumo popular —los cereales o la patata—, de largos y fríos inviernos que agotaban los recursos acumulados y de pandemias, como la del cólera, que impactaban sobre una población subalimentada. En la Francia de 1847, para no ir más atrás en el tiempo, el encarecimiento del pan había provocado revueltas y diversos asaltos a convoyes de trigo. Las algaradas y la presión parlamentaria llevaron al gobierno Guizot a importar grano extranjero lo que, aun parando el primer golpe, contribuyó inmediatamente a aumentar el déficit presupuestario. 




			La importancia que a esas alturas del siglo había adquirido el circuito atlántico se ponía de manifiesto por múltiples vías. Ciertamente lo hacía en lo referente a la traslación de plagas y epidemias: el hongo Phyophtora infestans que afectó en 1842 a la costa este de los Estados Unidos se encuentra tras las crisis de los tubérculos en Europa y, por lo tanto, de las crisis de subsistencias que preceden a la oleada revolucionaria de 1848. Pero también se plasmaba en el creciente volumen de la emigración hacia América. Esta movilidad transoceánica, puesta de manifiesto singularmente en el caso de Irlanda, aunque extensible a la Europa central y a la mediterránea, permitía aliviar temporalmente la presión social derivada de tal estado de cosas. Por seguir con el caso apuntado, los ocho millones y medio de irlandeses de 1845 se habían convertido en apenas seis a la altura de 1850. La drástica reducción demográfica puede atribuirse, casi mitad por mitad, al efecto de las epidemias y el hambre, por un lado, y a la emigración, por el otro. La geografía de la catástrofe fue, con todo, más amplia y llegó hasta el corazón de la Europa continental afectando, entre otros escenarios, a Flandes, la Silesia prusiana y la Galizia austríaca.  




			A menudo, la cuestión social se solapaba con las agitaciones políticas. Acaso el ejemplo más acabado de esta modalidad pudiera ubicarse en el Reino Unido. La decepción suscitada por la limitada reforma electoral de 1832, combinada con la persistente crisis económica, dio origen, entre 1837 y 1838 al movimiento político obrero conocido como cartismo. Con el apoyo de sectores radicalizados de las clases medias, las reivindicaciones recogidas en la llamada Carta del Pueblo gravitarían con fuerza, hasta 1848 —instante en el que el impacto de los acontecimientos parisinos revitalizaría las demandas cartistas—, sobre la vida británica, tanto en su dimensión parlamentaria como en el ámbito paralelo de la presión social. 




			Fue también la falta de flexibilidad en materia de derechos electorales y de acceso a la plena ciudadanía el argumento central que esgrimirían, en primera instancia, los revolucionarios parisinos en febrero de ese último año. Con todo, el combustible que extendería por el continente la llama de la revolución tenía una composición más compleja. La exigencia de derechos y libertades cívicas se aunaba a reivindicaciones nacionales y lingüísticas. La denuncia de los escándalos, prevaricaciones y sobornos derivados de la colusión de intereses entre financieros, jueces y políticos se mezclaba con el deseo de ver abolidas las servidumbres y con las más variadas esperanzas de emancipación social. La agenda no podía ser más variada. 




			Para los gestores de la Europa de la Restauración, el fantasma de la revolución tendría, en la mayoría de las ocasiones, una explicación complotista: la agitación hundiría sus raíces en la actividad conspirativa de las sociedades secretas. En rigor, las maquinaciones de carbonarios y radicales, de liberales avanzados y de socialistas románticos, tuvieron un eco limitado. La reclamación de gobiernos constitucionales, la aspiración a la independencia y la unificación de los grupos nacionales de raíz étnica o cultural, y la esperanza de liquidación de los derechos señoriales que habían resistido al embate de las primeras energías liberalizadoras, trascendía los reducidos cenáculos exaltados para encarnarse, desde París a Budapest, y desde Copenhague a Palermo, como exigencias propias de una multiplicidad de protagonistas públicos. 




			



			 






			París, capital de la revolución 




			



			 






			El inmovilismo del gobierno liberal doctrinario encabezado por el historiador François Guizot había frenado en la Francia orleanista los sucesivos exhortos de reforma electiva y parlamentaria, así como las innovaciones reclamadas en materia laboral y social. El obstáculo puesto a estas peticiones despertó las ansias de reforma y facilitó la plasmación de una amplia coalición de intereses opositores. Una modalidad relativamente novedosa de acción colectiva, los banquetes democráticos, proporcionó a las plurales facciones rebeldes un método con el cual hacer presentes sus demandas. Impulsándolas se encuentra la prensa: Le National y  La Réforme. En las redacciones de estos órganos periodísticos se concentran elementos liberales, en la primera de ellas, y democráticos y vagamente socializantes, en la segunda. Prensa y sociabilidad se funden creando un espacio emergente, alternativo y autónomo en relación al establecido por las reglas de la vida política más oficial.  




			La prohibición de uno de esos ágapes, el que había de tener lugar en París el 22 de febrero de 1848, fue la chispa que activó el incendio. Las manifestaciones hostiles, lideradas por republicanos y contando con sectores anteriormente movilizados de la clase obrera, recorrieron las calles de la capital. Las barricadas, erigidas en los barrios populares, preludian el asalto al palacio real. A esas alturas, Guizot dimitía con la intención de desactivar la protesta. La promesa de Luis Felipe en el sentido de abrir las puertas a un gobierno más reformista, e incluso la abdicación en la persona de su hijo, llegaban tarde: ni una ni otra medida conseguían restar energías a la sedición. La monarquía orleanista caía y su cabeza visible se embarcaba hacia la Gran Bretaña.  




			La revolución se dotaba de una primera plasmación institucional, el 24 de febrero, con la proclamación de la Segunda República, caracterizada, a imagen de la de 1792, como «una e indivisible». La república daba sus primeros pasos con un notable grado de incertidumbre. El Gobierno Provisional, gestionado en las redacciones periodísticas propulsoras de los banquetes, sería encabezado, sucesivamente, por el poeta Alphonse de Lamartine, por el general Louis Eugène Cavaignac y por los republicanos moderados Alexandre Ledru-Rollin y Adolphe Crémieux. En ese primer gobierno figuran también representantes del radicalismo social: Louis Blanc, autor del folleto La organización del trabajo (1839), y el que podrá ser presentado, no sin cierto aparato, como el primer ministro obrero de la Europa contemporánea: Alexandre Albert. Se atribuía a ambos la representación del socialismo y de las masas populares. Los dos sostenían los ideales de asociación y apoyaban exigencias concretas de cooperativas de productores y una red de talleres sociales que debía financiar el Estado, con carácter inmediato, y a fin de absorber el creciente paro obrero. La fuerza de trabajo debía, en teoría, encauzarse hacia labores de utilidad pública.  




			Junto a los talleres, que adoptaron la denominación de nacionales, la presión popular arrancó la reducción de la jornada laboral, de doce a diez horas, la proclamación del derecho al trabajo y la creación de una comisión de Gobierno para los trabajadores que tenía su sede en el palacio de Luxemburgo y que estaba presidida por Blanc. Por lo demás, el Gobierno Provisional implementó un ambicioso programa de reformas legales: procedió a abolir la esclavitud, suprimió la pena de muerte para delitos políticos, garantizó las libertades de prensa y reunión, e implantó el sufragio universal masculino: el censo de votantes pasó de 250.000 a cerca de ocho millones de ciudadanos. 




			A través de este sistema se llevó a cabo, el 23 y 24 de abril, la elección de la Asamblea Constituyente. En ella, los elementos moderados del Partido del Orden, liberales y burgueses, rápidamente organizados en clubes y comités electorales y activando tanto los mecanismos de clientela y deferencia como las prevenciones de la Francia rural frente al radicalismo parisino, obtuvieron la mayoría de diputados. De los 880 constituyentes que se reunieron el 4 de mayo, la mayor parte eran republicanos moderados y orleanistas. Radicales y socialistas apenas contaban con un centenar de representantes. El voto de izquierdas se concentraba en los medios urbanos y, dentro de éstos, en los distritos de significación más popular. La Comisión ejecutiva resultante integró a François Arago, Louis Garnier-Pagès, Lamartine, Ledru-Rollin y, finalmente y como ministro de la Guerra, al personaje clave en la reconducción del proceso político: el general Cavaignac.  




			El viraje atemperado se impondría tras los acontecimientos del 15 de mayo. Una multitud de entre cien y doscientas mil personas, convocadas por clubes de la izquierda republicana y sociedades populares se manifiesta ese día en pro de la sublevación polaca. Polonia, repartida tras el Congreso de Viena entre rusos, austriacos y prusianos, se alza por la libertad. Auguste Blanqui, conspirador insigne, se dirigirá a los concentrados en la Asamblea denunciando la miseria popular y clamando por la solidaridad con Polonia. A su vez, Armand Barbès, desde la tribuna, reclamará la formación de un cuerpo expedicionario que acuda en ayuda de los rebeldes. Unos y otros atacan al hasta hacía poco aclamado Lamartine y ponen de relieve un par de datos que conviene retener. Por una parte, la fértil combinación que se registra entre el apoyo radical a las nacionalidades oprimidas de Europa y la crítica social a las consecuencias internas de la urbanización y la industrialización. Por la otra, el choque recurrente del París jacobino y plebeyo con unos dirigentes moderados que reciben el apoyo de la Francia profunda, del país rural que asiste con estupefacción a la radicalidad de las demandas de las multitudes capitalinas. Una tensión, la que opone campo y ciudad, que irradiará, más allá de la Francia revolucionaria, al conjunto de las sociedades liberales.  




			Reorientar el signo de la revolución llevaría, a la Comisión ejecutiva francesa, a suprimir, en el mes de junio, unos talleres nacionales en los que se habrían enrolado centenares de miles de obreros. La revuelta subsiguiente, entre el 24 y el 26 de junio, fue derrotada por Cavaignac mediante un baño de sangre que cerraría el paso a las perspectivas socializantes y enmarcaría la elección como presidente del sobrino de Napoleón Bonaparte: Carlos Luis Napoleón Bonaparte. Las elecciones presidenciales de diciembre de 1848 darían a éste una victoria abrumadora frente a las diversas candidaturas del republicanismo moderado y avanzado. Dividida la izquierda, al voto del Partido del Orden y al del campesinado, estimulado tanto por el recuerdo de la gloriosa experiencia imperial napoleónica como por el temor a la radicalidad social, se le sumaría, paradójicamente, una buena parte del voto de los trabajadores urbanos. Al fin y al cabo, el principal oponente del nuevo Bonaparte no era otro que Cavaignac, el responsable de la represión militar de meses antes.  




			La estabilización de la República duraría cuatro años, el tiempo que el príncipe-presidente respetó las instituciones surgidas de la revolución. La deriva conservadora se visualizaría, ya en ese tránsito, tanto en la desarticulación de algunas legiones de la Guardia Nacional y el cierre y persecución de clubes, periódicos y diputados radicales como en la aprobación de leyes —educativas, electorales y de prensa— que limitaban la operatividad de la izquierda republicana y restablecían el acuerdo del ámbito gubernamental con segmentos importantes de la opinión católica. Finalmente, y tras el golpe de Estado de 2 de diciembre de 1851, encabezado por el propio Bonaparte, quien adoptaría el título de Napoleón III, se daría paso a la Constitución de 1852 y al Segundo Imperio francés. La existencia de éste se prolongaría, con notables modificaciones en las dosis de liberalismo, hasta la derrota ante los ejércitos prusianos en 1870. 




			



			 






			Berlín, la nación y el imperio 




			



			 






			La revolución francesa de 1848 actuó como revulsivo para la activación de numerosos movimientos liberales y nacionales en los Estados alemanes. A la consabida agenda liberal y social se le sumaba, en este escenario, la problemática nacionalista que, con mayor o menor intensidad venía haciéndose presente en los círculos intelectuales románticos. En los territorios del sur y del oeste, en Baviera, Baden-Baden, Sajonia, Württemberg o Hannover, los ecos parisinos propiciarían la multiplicación de disturbios urbanos, la proclamación de constituciones y, al mismo tiempo, el estallido de revueltas en las que el campesinado procedía al saqueo y destrucción de los edificios en los que se guardaban las cartas feudales, garantes de los viejos privilegios señoriales. En marzo, las barricadas se alzaban, por fin, en Berlín. El salto cualitativo era importante. En términos nacionales alemanes equivalía a lo que para la dinámica europea supuso el traslado de la centralidad revolucionaria desde Nápoles a París. Era toda Alemania la que se sumergía en la vorágine insurreccional. En la capital prusiana, el monarca, Federico Guillermo IV, se verá obligado a prometer la concesión de una constitución así como a aceptar la elección de una asamblea representativa.  




			A lo largo de marzo de 1848 los gobiernos de los territorios alemanes habían sufrido diversos niveles de colapso. Un par de meses más tarde, en mayo, se reunía en Frankfurt un parlamento surgido del sufragio universal masculino con la aspiración de alcanzar la unidad alemana. Los delegados de los treinta y ocho Estados existentes eran, en su mayoría, profesionales: profesores, jueces y abogados, cuadros de las administraciones gubernamentales, hombres de negocios y miembros del clero protestante y católico. La ausencia de instrumentos reales de poder les llevó a reclamar el auxilio del ejército prusiano cuando, en el exterior de la Asamblea e intentando presionarla, retumban en septiembre los ecos de las revueltas populares. Mientras la calle se agitaba, en el interior de la dieta el debate se polarizaba entre los partidarios de una Gran Alemania que integrase al conjunto de los pueblos de habla germánica —incluyendo a los que se encontraban bajo la tutela de Viena— y los adeptos a una Pequeña Alemania que gravitase sobre Berlín y se proyectase sobre el oeste. La querella se resolvería a favor de estos últimos.  




			La labor parlamentaria acabaría chocando, entre otras, con la fuerza de las resistencias dinásticas: entre abril y mayo de 1849 Federico Guillermo IV dejará claro su rechazo a la corona imperial que le es ofrecida por el Parlamento de Frankfurt. Al fin y al cabo, como argumentará en carta a su embajador en Londres, un Hohenzollern no puede ampararse en la legitimidad que nace de las barricadas sino que sólo puede admitir aquella corona que lleve impresa la sanción divina, aquella que empezando por los Otton, y continuando por los Hohenstaufen y los Habsburgo, había sido ungida durante milenios por los aceites consagrados y había respondido a la impronta del Sacro Imperio Romano Germánico. 




			Al conflicto entre Viena y Berlín se le suma, pues, el que nace de la incapacidad de la casa real prusiana por asumir los principios revolucionarios. Aprovechando el reflujo de la revolución, y sosteniéndose en la oficialidad del Ejército y la simpatía de los terratenientes del este del Elba, el monarca procederá a disolver la Asamblea en junio de 1849; y, a pesar de los levantamientos registrados en Sajonia, Baden y el Palatinado, la Constitución será formalmente abolida en noviembre de ese mismo año. Justo doce meses más tarde, Federico Guillermo IV tendrá que asumir, en Olmütz y ante las autoridades austriacas, la renuncia a los proyectos unitarios siendo recuperada la previa, y muy limitada, Confederación Alemana.  




			Para uso interno, el reino de Prusia se dotará, en 1850 de una constitución. Una parlamento bicameral con representación por tercios en función de la riqueza y la contribución pagada. Aun renunciando al mantenimiento de las servidumbres de tipo tradicional, el sistema electoral garantizaba la hegemonía política de los terratenientes del este —Junkers— y la progresiva incorporación a las elites directivas de los industriales renanos. En cualquier caso, y aunque sólo con la posibilidad de acceder a un tercio de parlamentarios en la Cámara Baja, el sistema no dejaba de garantizar mecanismos de participación a la gran masa de ese actor impreciso denominado pueblo.  




			



			 






			El Imperio de los Habsburgo. Las revoluciones italianas y centroeuropeas 




			



			 






			A la altura de 1848, el imperio austriaco de los Habsburgo era, junto a Rusia, el Estado más grande y poblado de Europa. En su seno, y enmarcadas por las principales divisiones administrativas (Austria, Hungría, Bohemia), convivían más de una docena de minorías nacionales, étnicas y culturales. No es extraño, pues, que las agitaciones de 1848 tuviesen, en este marco imperial, una decidida vocación nacionalista. 




			En marzo la revolución liberal detonaba en Viena. El día 13 una manifestación de estudiantes y trabajadores condujo, siguiendo la tipología insurreccional clásica, a la formación de barricadas, al enfrentamiento con los soldados y al asalto del palacio imperial. El canciller Metternich se veía obligado a dimitir y, como otros dirigentes continentales de la Europa restaurada, a partir hacia un último exilio en Londres. Si la promesa de concesiones constitucionales permitía reconducir la situación en la capital, no ocurrió lo mismo en otras partes del Imperio. Éste se vio agitado por convulsiones que ponían en riesgo su misma existencia. 




			Aunque con matices, en Italia la agenda de las revueltas de 1848 contenía, como en el caso alemán, y junto al liberal y el social, un argumento añadido: el de la unidad de la nación. En septiembre de 1845, desde las páginas de la parisina Revue indépendante, Mazzini había asegurado que los italianos eran un pueblo de veinte millones de individuos que habitaban un mismo espacio, perfectamente definido por unos límites trazados por Dios, que hablaban una misma lengua y participaban de similares costumbres y creencias, que eran conocidos como tales desde tiempos inmemoriales y que, además, habían dado a Europa y a la humanidad momentos estelares de unidad, ya fuese en tiempos republicanos e imperiales, ya fuese bajo la égida de la Roma papal. Y, sin embargo, ese pueblo no tenía, a mediados de siglo XIX, ni una bandera ni un nombre político en el concierto europeo. Desgajada en diecisiete Estados, esa comunidad se veía sometida a la injerencia austriaca o, alternativamente, a los intereses familiares de algunas dinastías principescas. La misión de la revolución democrática consistía, pues, en superar esos obstáculos y restaurar, en nombre del pueblo, la antigua grandeza nacional.  




			Un año más tarde, en 1846, otro político italiano, Camilo Benso, conde de Cavour, argumentaba en sentido bien distinto. En un libro dedicado a los ferrocarriles en Italia sostenía que la agitación democrática no tenía, debido tanto a los obstáculos exteriores como a la fuerza de las fracturas y rivalidades internas, ninguna posibilidad de llevar a buen puerto la ansiada unidad de la nación italiana. Por el contrario, un par de factores podían contribuir a desbloquear los obstáculos. De entrada, el desarrollo de la red ferroviaria, y por extensión de un sistema de comunicaciones, que provocase un movimiento incesante de personas en todas direcciones. Una movilidad que debería contribuir a destruir las mezquinas pasiones municipales, hijas de la ignorancia y de los prejuicios. Asimismo reclamaba un mayor concurso de los gobiernos nacionales, y muy concretamente aludía al Piamonte como hipotético motor del proceso unitario. 




			Esta última perspectiva tuvo que esperar, para acabar imponiéndose, a que concluyese el ciclo revolucionario de 1848. A los anotados sucesos de Nápoles les seguirían los desórdenes en diversas ciudades de la península. Junto a Fernando I, el Duque de Toscana y el mismo Pío IX se vieron conminados a otorgar a sus súbditos textos constitucionales. A su vez, la Lombardía y el Véneto, territorios regidos por Austria, se alzaron contra la dominación extranjera. La revolución resultó exitosa en la ciudades de Parma y Módena, provocando la activación de la solidaridad nacionalista: el rey el Piamonte, Carlos Alberto, asumió la jefatura y se enfrentó a las tropas austriacas. Tras algunos éxitos menores, los ejércitos italianos fueron derrotados, a partir de julio, por el mariscal de campo Joseph W. Radetzky en Curtatone, Custozza y Novara. La Guerra Nacional, retomada en marzo de 1849 al calor de los acontecimientos de Roma, concluiría, sin embargo, con una derrota definitiva. Radestzky pasó a ser el gobernador general del reino lombardo-véneto y, tras apoderarse de las ciudades de Brescia y Venecia, se estableció en Verona. 




			La península italiana no fue el único frente abierto para los Habsburgo dentro de esa primavera de los pueblos. A las registradas en Italia se sumaban las reivindicaciones autonomistas de Bohemia, Croacia y Cracovia. En esta última localidad, principal foco del nacionalismo polaco, la revuelta fue contestada mediante una modélica combinación de dos instrumentos habituales en la resolución de conflictos en la Europa de la segunda mitad del Ochocientos: la fragmentación del posible frente opositor y el castigo implacable sobre las ciudades revoltosas. En Cracovia, la manumisión del campesinado, mayoritariamente ruteno y sometido a la nobleza polaca, con lo que se restaban potenciales sinergias, acompañó al bombardeo de la ciudad. Por su parte, y desde los primeros momentos de la revolución, el liberal checo Francis Palacky encabezó un movimiento que exigía la unión y la autonomía, dentro del Imperio, de Bohemia, Moravia y Silesia, el reconocimiento del checo como idioma escolar y la igualdad de derechos entre checos y alemanes. Algo muy similar, sobre todo en lo referente a las reivindicaciones lingüísticas y al programa autonomista, que lo propuesto por la dieta croata reunida en Zagreb. La invitación del Parlamento reunido en Frankfurt para que los alemanes de Bohemia se uniesen a la empresa unitaria provocó la escisión del movimiento liberal demócrata en esta región y la subsiguiente llamada paneslavista de Palacky. El congreso que con esta última orientación se reuniría en Praga, visto como una amenaza real de descomposición de la estructura imperial, facilitaría argumentos a Francisco José I para proceder a la conquista de la ciudad y a la dispersión de los asistentes.  




			A su vez, e inflamados por la retórica emancipadora de Kossuth —devino célebre su apasionada defensa de los valores de la libertad en la dieta reunida el 3 de marzo—, los revolucionarios magiares crearon un ministerio liberal y consiguieron que el Parlamento de Pressburgo (Bratislava) exigiese de Viena la libertad de prensa, la convocatoria regular de la dieta y la abolición de los derechos feudales. Al asumir la presidencia del Comité de Defensa, Kossuth llegó a proclamar la deposición de los Habsburgo y la independencia del país. El bloqueo de las expectativas magiares arrancó de la reacción de la Rusia zarista. Nicolás I no estaba dispuesto a facilitar ni la desestabilización del equilibrio de potencias surgido del Congreso de Viena ni la impugnación del principio dinástico, y por ello dio a Austria, en agosto de 1849, la necesaria ayuda militar. Por lo demás, el gobierno revolucionario de Budapest tuvo que encarar la rebelión de las minorías nacionales que vivían en su territorio: serbios, croatas, eslovacos y rumanos continuaban prefiriendo la dominación vienesa, al fin y al cabo más lejana e indirecta, que el proyecto magiar, de inequívoca raigambre étnica. 




			En última instancia, la clausura de la coyuntura revolucionaria exigió la desaparición de las figuras clave de la Europa restaurada. A la retirada de Metternich siguió, en otoño de 1848, la abdicación de Fernando en su sobrino Francisco José I, en paralelo a la disolución de la Asamblea Constituyente y el establecimiento de un gobierno fuerte decidido a liquidar las revueltas por todo el territorio del Imperio. 




			



			 






			Un punto de inflexión: la guerra de Crimea (1854-1856) 




			



			 






			A principios de los años cincuenta y tras haber jugado un papel destacado en la liquidación de la oleada revolucionaria de 1848, el zar Nicolás I creyó hallarse ante la oportunidad de extender su influencia en Oriente Próximo, de hacerlo, en suma, interviniendo con renovada ambición en los asuntos turcos. En rigor, desde finales del siglo XVIII Rusia había aspirado a aprovechar el declinar del Imperio otomano con el objetivo de ampliar su presencia en los Balcanes y asegurarse el control estratégico de los estrechos que regulaban el paso entre el mar Negro y el Mediterráneo. En 1841, tras diversos episodios en los que las potencias occidentales dieron apoyo condicionado al Imperio otomano en sus conflictos en Egipto, se había establecido una convención de los Estrechos que dejaba asentado el principio según el cual el control del Bósforo y de los Dardanelos era una cuestión de alcance internacional que desbordaba las apetencias respectivas de turcos y rusos. Ahora, el zar esperaba contar con el apoyo austriaco para proceder a revisar dichos principios. Creía que era la contrapartida exigible a la ayuda prestada a los Habsburgo para sofocar las revoluciones de 1848 y 1849. Al mismo tiempo, conjeturaba, de manera algo más imprecisa, la benevolencia del gobierno británico de George Hamilton-Gordon. Supuestamente éste podría estar interesado en asociarse a un hipotético reparto de los Balcanes tras el desplome del control previo de los turcos. Ambas presunciones se revelarían falsas. 




			La intervención rusa se justificó por los conflictos entre católicos y ortodoxos tocantes a la protección de los Santos Lugares, en la Palestina regida por el Imperio otomano. En diciembre de 1852, bajo la presión de Napoleón III, el sultán Abdulmëzit I se pronunció a favor de los derechos de los católicos. En su condición de protector de la Iglesia ortodoxa, Nicolás I envió una misión a Constantinopla para negociar un nuevo acuerdo a favor de aquélla y asegurar sus derechos en el seno del Imperio otomano. El rechazo a esta segunda exigencia, que equivalía de hecho a un protectorado ruso sobre los cristianos ortodoxos, comportó, en julio de 1853, la ocupación de los principados turcos de Moldavia y Valaquia. El compromiso, auspiciado por las potencias europeas occidentales, no fue posible y el 4 de octubre, tras asegurarse el apoyo francés y británico, el Imperio otomano declaraba la guerra a Rusia.  




			Gran Bretaña mantenía un contencioso abierto con la autocracia zarista. Ésta, a diferencia de Turquía, había fijado unos altos aranceles para frenar la entrada de hilados de algodón ingleses en el mercado interior. Por lo demás, el control del espacio mediterráneo y la ruta de las Indias orientales eran motivos estratégicos de primer orden para el Imperio británico. No muy distintos eran los móviles galos: bajo Napoleón III el Estado francés había continuado proporcionando dinero y consejos al sultán, mantenía un alto volumen de comercio en la región, financiaba misiones cristianas y, por lo demás, los círculos financieros e industriales tenían en mente la construcción de un canal, el de Suez, que uniese el Mediterráneo con el océano Índico. Negocios, influencias y prestigios se religaban para explicar las pretensiones de ambas potencias occidentales en la región y justificar su entrada en guerra en el mes de marzo de 1854. A la decisión final contribuyeron tanto la destrucción previa de la flota turca como la negativa rusa a evacuar Valaquia y Moldavia.  




			A franceses y británicos se les sumarían, más adelante, Austria y el reino de Cerdeña-Piamonte. En este último caso la posibilidad de plantear la cuestión italiana en las futuras negociaciones de paz constituía el principal estímulo de una postrera beligerancia: su entrada en la Alianza datará de enero de 1855. Por su parte Austria, tras obviar las presiones alemanas a favor de la neutralidad, ocupó Valaquia y Moldavia, evacuadas por los rusos ante la amenaza del nuevo enemigo.  




			El eficaz bloqueo naval permitió a los Aliados trasladar el conflicto a territorio ruso. El objetivo central fue la fortaleza de Sebastopol, en Crimea. A pesar de las victorias Aliadas en Alma, Balaklava e Inkerman, entre septiembre y noviembre de 1854, el conflicto se estabilizó en una guerra de trincheras que amenazaba con eternizarse. La caída de Sebastopol, el 8 de septiembre de 1855, el apoyo austriaco y la muerte, en plena crisis internacional, del zar Nicolás desbloquearían la situación. Su sucesor, Alejandro II, pidió la paz. Reunidas en París, las legaciones respectivas acordaron, en marzo de 1856, el supuesto mantenimiento de la integridad del Imperio otomano. Rusia cedió la orilla izquierda del delta del Danubio, río que adquirió el estatus de internacional y de cauce abierto a la navegación comercial de todos los países. En paralelo, abandonó sus pretensiones de protección a los cristianos ortodoxos. Moldavia y Valaquia se pronunciarían en 1857, en las asambleas de Iassy y Bucarest, por la unidad en un nuevo Estado: Rumania. Habrán de esperar a 1859 para elegir a un mismo príncipe, Alejandro I, y tres años más para establecer una sola Asamblea nacional y un único Gobierno. Tanto Rumania como Serbia serían reconocidos como principados dotados de autogobierno, sustraídos de manera clara de la influencia otomana y tutelados por las potencias triunfantes en Crimea. 




			La guerra había alterado, durante un par de años, los circuitos comerciales de exportación de grano que regían en el Mediterráneo. Por lo demás, había puesto de relieve la combinación de modernidad y atavismo que habría de presidir la conducción de las guerras en lo que quedaba de siglo. Por un lado las epidemias, particularmente de cólera, provocaron más bajas que las propias acciones militares; la corrupción y la ineficacia administrativa dificultaban el aprovisionamiento de alimentos, pertrechos y munición, y el mantenimiento de formas tradicionales de combate —la «Carga de la brigada ligera» en Balaklava— en un contexto de aumento de la potencia de fuego garantizaba un número elevado de víctimas inútiles. Pero por el otro, el telégrafo pasa a ser empleado habitualmente y por primera vez eran utilizados anestésicos en la cirugía de guerra.  




			Desde una perspectiva más estrictamente política, la guerra de Crimea supuso el principio del fin del mito del poderío ruso y el auge del prestigio francés. A su vez, la desintegración práctica de la vieja coalición que operaba bajo la etiqueta de Santa Alianza, permitió a Alemania e Italia liberarse de la influencia austriaca y convertirse, en los años siguientes, en naciones independientes. Finalmente, la crisis de Crimea fue el catalizador de las reformas sociales propugnadas por Alejandro II en Rusia. 




			



			 






			El Segundo Imperio francés 




			



			 






			Una vez afianzado el Imperio, bajo el liderazgo de Napoleón III, Francia viviría unos años de crecimiento económico y, algo que a menudo se obvia, de renovación institucional. El Estado, en estrecha alianza con el mundo de los negocios, impulsó el desarrollo de los transportes, con especial atención al ferrocarril, contribuyó al aumento de la producción agrícola y estimuló la mecanización de la industria. Banqueros y pequeños y medianos comerciantes avalaron un sistema político que aseguraba el restablecimiento del orden, y el auge de la propiedad y de sus beneficios, tras un ciclo de tres años de inestabilidad. A su vez, las tácticas plebiscitarias, inauguradas tras el golpe de Estado y refrendadas el 22 de noviembre de 1852 con motivo de la adopción del Imperio, certificaban el establecimiento de un vínculo directo entre el pueblo y su emperador. A partir de ese mecanismo, el Imperio podría proceder, en los años venideros, a sustituir antiguas alianzas —las fracciones de la opinión católica alteradas por la aventura italiana del emperador tanto como por las medidas moderadamente laicistas— por nuevas afinidades con segmentos del republicanismo moderado dispuestos a priorizar el avance del liberalismo antes que la disputa por la forma institucional propia del Estado. 




			La popularidad del emperador, y el control de los resortes de poder local y departamental, le aseguraron el éxito electoral en 1857. El Ejército, que había hecho posible el golpe de fuerza, y la Iglesia, muy favorable al Régimen hasta 1860, garantizaban, en esos momentos, su perdurabilidad. A partir de esta premisa, el emperador no renunciaba a sofisticar los mecanismos de control y de arraigo popular adoptando nuevas medidas liberalizadoras desde 1859. El portavoz de la oposición parlamentaria Adolphe Thiers se permitiría aludir, en 1864, a las «libertades necesarias» e inherentes a la estabilización de la sociedad burguesa: la individual, de prensa, electoral y parlamentaria. La transformación del régimen, su liberalización, se acelera a partir de 1867 con nuevas leyes de prensa o de reunión, y, finalmente, será conducida por un antiguo diputado republicano, Émile Ollivier, en funciones de presidente del Consejo desde enero de 1870. El resultado de esta deriva será contradictorio. Los éxitos electorales de los republicanos —corolario inevitable de la flexibilidad en los comicios— dinamizan a la oposición; mientras, los obreros, adscritos o no a la Internacional, desoyen, en el punto del apoliticismo las prédicas proudhonianas y suman sus votos para hacer llegar a los prohombres de la izquierda republicana y socializante a las cámaras legislativas o a los consejos municipales. A las puertas de su derrota y exilio, Napoleón III había anunciado, en fin, una reforma constitucional que tenía por finalidad el asegurar la independencia de los ministros e instituía el Senado como segunda Cámara Legislativa. 




			El Imperio, por un lado Estado abierto a la ampliación de los mecanismos de representación, es, al mismo tiempo, un edificio cimentado en la proyección exterior. La fortaleza de la sociedad civil y la unidad cultural en el interior del país, amparan, al tiempo que motivan, la activa política internacional de Napoleón III. Fuente de prestigio y reflejo del potencial interno, esa política se plasmó, en primer lugar, en el continente europeo. Con la participación junto a Inglaterra y frente a Rusia en la guerra de Crimea procuró la proyección de los intereses galos sobre el Mediterráneo oriental y los Balcanes, mientras que sus alianzas con los patriotas italianos estarían orientadas a erosionar el ascendente continental de los Habsburgo. Menos éxito tendría en el contencioso abierto con Prusia a raíz de la sucesión en el trono de España. La derrota de Sedán (1870) pondría punto final a su imperio. Tampoco especial alcance tuvo la proyectada Unión Monetaria Latina. Con ella, y a partir de 1865, el Imperio francés pretendía incorporar a Bélgica, Suiza, Italia, Grecia e incluso España a un área monetaria alternativa a las regidas por el patrón oro británico y el patrón plata prusiano. Por lo demás, Napoleón III activó la presencia francesa en otros continentes al consolidar la ocupación de una Argelia cuya conquista se había iniciado en 1830 y asegurarse el dominio de Senegal y Madagascar, con la conquista de la Cochinchina (18591862) y Camboya, y con la fracasada intervención en México (1867). 




			Aun garantizándole ciertas dosis de renombre internacional, la política exterior de Napoleón III no dejó de tener costes en la estabilidad del sistema. La opinión católica recibió con prevención la alianza con los Saboya y, en particular, y tras la derrota de los austriacos en Sadowa (1866), se mostró hostil a una intervención en Italia que, a pesar de dejar a Roma bajo la tutela papal, sustraía a un pontificado situado a la defensiva el control sobre las Legaciones o sobre los territorios meridionales de las Marcas y Umbría. En la década de los sesenta, las tensiones entre el Imperio y los católicos franceses, apuntadas anteriormente, no hicieron sino aumentar debido a las iniciativas estatales tendentes a favorecer el control público de la enseñanza en sus niveles primario y secundario como en el creciente uso del derecho de veto, contemplado en los acuerdos concordatarios, en el nombramiento de obispos o en las limitaciones adoptadas para la publicación de encíclicas, como la Quanta Cura (1864), que entraban en conflicto con el discurso imperial y liberal. También el cambio de decenio marcó un cierto distanciamiento respecto a los sectores industriales. Las políticas librecambistas, y la sensible ampliación de los derechos otorgados al movimiento obrero y al radicalismo democrático —asociación, huelga, prensa, interpelación— abrían el régimen a la izquierda, sin llegar a satisfacerla plenamente, pero a cambio de un creciente malestar entre los elementos del Partido del Orden. 




			



			 






			La unificación italiana 




			



			 






			El fracaso de las insurrecciones liberales de 1848 y 1849 en la suma de Estados y principados que convivían en la península itálica promovió transformaciones significativas en el nacionalismo italiano. El lema del Risorgimento, «Italia farà da se», se mostraba más que limitado en su capacidad operativa. Por otro lado, el tímido proyecto neogüelfo de articulación estatal a partir de los Estados Pontificios había quedado tocado de muerte a raíz de los episodios romanos y la ayuda exterior de las monarquías católicas al papado. Finalmente, en la mayor parte de los territorios se había restablecido la dependencia o, como mínimo, la influencia diplomática de Austria. En estas circunstancias adquiría relieve la autonomía y la capacidad de diseñar políticas autónomas de un reino, el de Piamonte-Cerdeña, en el que Carlos Alberto, derrotado por Austria en Custozza y Novara, abdicó en su hijo Víctor Manuel II.  




			Bajo el reinado de éste, y contando desde 1852 con la dirección del conde de Cavour, el reino aspiró a convertirse en un modelo de progreso económico, eficiencia administrativa y gobierno parlamentario. Las iniciativas tendentes a la liberalización del comercio, el fomento de la agricultura, el desarrollo de los ferrocarriles y la mejora de los puertos estuvieron acompañadas por medidas de corte anticlerical, y por un distanciamiento de la perspectiva republicana y conspirativa de acceso a la unidad nacional. Al mismo tiempo, las alianzas internacionales, con la participación subrepticia en la guerra de Crimea y el contacto con Napoleón III tenían como finalidad debilitar el dominio austriaco y abrir el ámbito italiano a la influencia de otras potencias europeas.  




			El atentado que el emperador francés sufrió a manos del revolucionario Felice Orsini aceleró los contactos de aquél con Cavour. De hecho, el trasfondo del intento de magnicidio facilitó la reunión en la estación termal de Plombières el 21 de julio de 1858, y permitió a Cavour, en abril de 1859, forzar la declaración de guerra contra Austria. El Imperio habsbúrgico cometerá el error de exigir a las autoridades piamontesas el desarme en un plazo de tres días. El gobierno francés hará saber que si Cerdeña es atacada contará con su apoyo inmediato. El 4 de junio, la batalla de Magenta, ganada por las tropas franco-sardas dirigidas por el mariscal de Mac-Mahon, permite a Napoleón III y a Víctor Manuel entrar triunfalmente en Milán. Veinte días más tarde los ejércitos austríacos, bajo el mando del emperador Francisco José, retroceden en Solferino.  




			El empuje franco-sardo amenaza el balance de equilibrios entre los Estados europeos y motiva la respuesta de Berlín. Prusia, alarmada por el signo de los acontecimientos, movilizó a sus ejércitos en el Rin, al mismo tiempo que en diversas partes de Italia se producían agitaciones que impugnaban a los poderes establecidos y reclamaban la anexión a la corona de los Saboya y mientras en Francia la opinión católica se oponía a los planes del bonapartismo en la península italiana. La conjunción de estos factores llevó al emperador a firmar por separado la paz con Austria en julio de ese mismo año. El acuerdo franco-austríaco permitió la incorporación de la Lombardía a Cerdeña, aunque aseguraba a Viena retener el control de Venecia.  




			En cualquier caso, la oleada de agitaciones internas no pasó en vano. La Toscana, Módena, Parma y Romaña se juntaron bajo el liderazgo de Cavour, y los Saboya, tras sendos plebiscitos o elecciones generales. El proyecto no se detuvo a pesar de la excomunión decretada por la Santa Sede, al ser la última de las regiones enumeradas una de las posesiones de los Estados Vaticanos. En 1860 representantes de todos estos territorios se reunieron, por primera vez, en el Parlamento de Turín. Gran Bretaña y Francia procedieron al reconocimiento inmediato del nuevo Estado. En el caso francés, la contrapartida consistió en la cesión de Niza y Saboya a la soberanía del Imperio napoleónico. Los límites y las fronteras se perfilan al tiempo que se generalizan las formas de Estado-nación. 




			En definitiva, a la altura de 1860, y en sintonía con los planes formulados un par de décadas antes por Cavour, existían un reino italiano en el norte, los Estados Pontificios y el reino de las Dos Sicilias abarcando las regiones meridionales de la península. Este último Estado se encontraba afectado por una agitación soterrada y endémica que sería aprovechada por quien, desde 1848, había mantenido viva la condición revolucionaria: Garibaldi. Al frente de algo más de un millar de seguidores, acicalados con camisas rojas, el líder nacionalista desembarcó en Sicilia para pasar después a tierra firme, conquistar Nápoles y colapsar la monarquía borbónica. Desde allí se propuso avanzar hacia el norte, hacia Roma, con la finalidad de clausurar el largo empeño de la unidad nacional. Cavour, hasta entonces expectante, pasó a la acción enviando el ejército piamontés y preservando Roma bajo autoridad papal. Una serie de plebiscitos refrendaron la creación, en 1861, del Reino de Italia, bajo la corona de Víctor Manuel II.  




			El radicalismo democrático, popular y republicano, cedía el paso, en la dirección del proceso unificador, al liberalismo monárquico. El socialismo, el sindicalismo y el anarquismo tomarían el relevo en la canalización de los múltiples descontentos populares, y los territorios irredentos incorporados antes de concluir el siglo lo serían por razón de los avatares diplomáticos continentales. Venecia se incorporaría cinco años más tarde, gracias al apoyo de Italia a Prusia en su enfrentamiento con Austria. Y Roma, la capital eterna de los italianos a la que se había invocado desde la república de 1849, sería incorporada en 1870 tras la retirada de las tropas francesas a raíz de su derrota en la guerra francoprusiana.  




			El largo proceso iniciado con el Risorgimento había combinado la dirección saboyana con la agitación irredentista garibaldiana, la dimensión internacional, europea, del contencioso provocado por la emergencia de una nuevo Estado nacional con el formato estrictamente interno de superación de las ancestrales líneas de ruptura que fragmentaban el cuerpo de la nación italiana. El resultado era un Estado liberal con un cuerpo electoral restringido —600.000 individuos componían el cuerpo electoral para una población de veinte millones de habitantes— en conflicto con la Iglesia —el pontífice se recluyó en el Vaticano al tiempo que renovaba sus condenas al liberalismo— y una nación en la que permanecían las diferencias regionales, entre el norte y el sur, tanto en relación al desarrollo económico como a la operatividad de las instituciones liberales y la misma presencia del Estado. 




			



			 






			Alemania, de la revolución a la unificación 




			



			 






			La década de 1850 estuvo presidida, en el conjunto de los territorios alemanes, por una dualidad sólo aparentemente contradictoria. En términos políticos, el ciclo revolucionario de 1848 se había cerrado con la derrota del liberalismo y de las expectativas de unificación protagonizadas desde abajo. Los diversos soberanos, en sintonía con la aristocracia y significativos segmentos de las clases empresariales, suprimieron o acotaron, los marcos de libertades de asociación, prensa, reunión y manifestación que, de manera general, habían proliferado a principios de 1848. Las sociedades obreras y los círculos radicales se vieron compelidos a cerrar sus puertas, o a reorientar sus iniciativas hacia un menor radicalismo; mientras tanto el liberalismo perdía fuerza en beneficio de una combinación de expansión de la burocracia, pérdida de autonomía de los municipios y restauración de privilegios nobiliarios y aristocráticos.  




			Paralelamente, el conjunto de la sociedad alemana, con matices regionales de cierta intensidad, entraba decididamente en el nuevo orden industrial. Las transformaciones registradas en el sistema de comunicaciones y en la articulación del mercado interior facilitaban nuevos argumentos a las potentes tendencias unificadoras. En 1853 se prorroga la unión aduanera por un plazo de doce años. Austria quedaba al margen. Por lo demás, en febrero de 1860, el ministro de Guerra, Albert von Roon, presenta al Landtag prusiano sus propuestas de reforma militar. La pieza clave de la hegemonía prusiana en Europa, a lo largo del último tercio del siglo XIX, se ponía en marcha.  




			El gran protagonista del proceso de unificación alemana, en su último tramo, fue Otto von Bismarck. Tras haber sido diputado en el Parlamento prusiano y contando con el acervo de conocimientos de política europea que adquirió en sus etapas de embajador en San Petesburgo y París, Bismarck se convierte en 1862 en ministro-presidente de Prusia. Es el mismo año en el que los liberales organizados en un nuevo Partido Progresista ganan la mayoría de escaños en la Cámara Baja. Las barreras censatarias estaban dejando de ser un obstáculo para segmentos de las clases medias beneficiarias del crecimiento económico. Por su parte, Bismarck ya no abandonaría el poder hasta 1890. En el primer decenio de su prolongada vida política se dedicó, fundamentalmente, a hacer realidad la unidad de los Estados alemanes bajo la égida de Guillermo I, coronado en enero de 1861. El proyecto pasaba por encima de las reticencias más o menos acentuadas que pudieran manifestar las autoridades de Hannover o de Baviera. Asimismo, obviaba los proyectos alternativos que pudieran otorgar un mayor protagonismo a los Habsburgo. En octubre de 1862 la Dieta había rechazo la iniciativa sajona tendente a reformar la Confederación es ese sentido. 




			Para su realización no dudó en llevar a cabo tres campañas militares, aunque ciertamente de envergadura limitada. Casi podrían plantearse como operaciones quirúrgicas encaminadas a soldar o liquidar obstáculos puntuales. La primera, contra Dinamarca, en 1864, y en alianza con Austria, tendría por finalidad asegurarse el control de los condados en disputa con este reino. La invasión austroprusiana de Schleswig y Holstein acabó con la derrota danesa y, más tarde, en agosto de 1865, en el Convenio de Gastein, se procedió a atribuir Holstein a Austria mientras Berlín pasaba a regentar Schleswig. La segunda de las guerras, contra Austria-Hungría, en 1866, tuvo lugar tras haber neutralizado posibles alianzas continentales de los Hasburgo y haber procedido a la invasión de Hannover, Sajonia y Hesse-Cassel. La finalidad de este conflicto era la de fijar en torno a Berlín, y no en Viena, el polo de control de los territorios meridionales de la nación alemana. La victoria de Sadowa testificó el éxito de la empresa. Los posteriores intentos austríacos de preservar su influencia en la región mediante la conciliación francesa no alcanzaron ningún resultado provechoso. El 23 de agosto de 1866, en el Tratado de Praga, se disolvía la Confederación Alemana que había tenido sus orígenes en 1815. Berlín procedía a la anexión de Schleswig-Holstein, Hannover, Hesse-Cassel, Nassau y la ciudad libre de Francfort. Mientras Austria quedaba al margen, Prusia añadía, de este modo, cinco millones nuevos de alemanes a su administración. 




			La nueva y ampliada Prusia pasa a formar parte, por último, de la Confederación Alemana del Norte. Sajonia, los ducados de Oldenburg, Meckleburg, Brunswuik, parte de Hesse-Darmstadt, los Estados turingios y las ciudades de Bremen y Lübeck, acabarán formando una liga asociada a la corona prusiana. Ésta se hace cargo de las relaciones, la diplomacia y el Ejército. La unión aduanera, así como la de los servicios postales y telegráficos, vendrá acompañada por la implantación del servicio militar obligatorio. En el Consejo de la Confederación, o Bundesrat, Prusia suma 17 votos frente a los 26 que corresponden a los restantes 21 miembros. La Dieta, o Reichstag, será elegida por sufragio universal masculino y, preservando las legislaciones estatales, pasará a elaborar sus propias leyes. Bismarck, a su vez, es designado canciller de la Confederación.  




			La tercera de las guerras, en 1870, contra la Francia bonapartista, tendrá lugar aduciendo, entre otros, el contencioso sucesorio a la corona de España. La victoria permitió al canciller tedesco conquistar las regiones germanófonas de Alsacia y Lorena así como cortar los nexos de Francia con los Estados alemanes del sur. Habiendo vencido en los tres conflictos, y proclamado el Imperio en la persona de Guillermo I, bajo una fórmula, la del II Reich, que evocaba la continuidad con el Sacro Imperio Germánico medieval, la dirección bismarckiana pasó a fundamentarse en el mantenimiento de la paz continental y en la competencia, desde posiciones precarias, con el Imperio británico por la expansión ultramarina. En el interior, la lealtad a los poderes de la nueva Alemania llevaría al canciller tanto a procurar asumir algunas de las nuevas realidades sociales de carácter obrero, como a estandarizar los marcos legales o financieros, como, en fin, a entrar en conflicto con la Iglesia católica por el control de las lealtades ciudadanas.  




			



			 






			La estabilidad victoriana, liberalismo e Imperio 




			



			 






			La insularidad británica, dato que a menudo se presentaba como sinónimo de singularidad, constituye en las décadas centrales del Ochocientos un rasgo definitorio de su evolución política. La estabilidad de los poderes y de las reglas de referencia, así como la capacidad evolutiva de unos y otras, contrastan abiertamente con el ritmo de los acontecimientos que tienen lugar en la Europa continental. La historia avalaría, según los testimonios de la época y aun para no pocos observadores posteriores, dicha originalidad. La peripecia que se extiende desde la Carta Magna de 1215 hasta las revoluciones del siglo XVII, se suponía que había creado un sustrato de afirmación, revolucionaria en su tiempo, de la necesidad de un gobierno por consentimiento y de la igualdad de derechos sociales y políticos. El derecho a la propiedad individual, o el de relacionarse con la administración de Justicia desde un marco de garantías, así como el parlamentarismo, rasgos característicos de la cultura occidental en la era del liberalismo, habrían sido anunciados doscientos años antes en la Gran Bretaña y, en particular, en Inglaterra.  




			Aunque en el período napoleónico la monarquía británica hubiese sido un actor destacado en la conflictiva definición de Europa, los años centrales de la centuria, presididos por la figura emblemática de la longeva reina Victoria (18371901) y asentados sobre la tradición señalada, verían a una Gran Bretaña que implementa un juego de alianzas en los escenarios europeos, trazados siempre desde la conciencia de la no continentalidad, y proyectados en razón de la tarea imperial asumida: la expansión por el mundo, la difusión de su lenguaje, de sus mercancías, de su administración, de sus costumbres y de sus gentes, y los beneficios que de todo ello se derivaban. 




			En el interior, las reformas de 1832 habían ampliado el derecho de sufragio hasta una octava parte de la población masculina adulta. Hábitos transaccionales seculares y reformas electorales recientes son aducidos para explicar el limitado eco del 48. De hecho, el período que abarca desde el primer gobierno de lord J. Russell, de 1846 a febrero de 1852, hasta la reforma electoral de 1867 marca el apogeo de la denominada primera época victoriana. Durante esos años los habitantes del Reino Unido viven en un sistema liberal suficientemente flexible como para facilitar la participación electoral de un número creciente de personas. La representación de intereses es canalizada por unos partidos de notables consolidados. La primacía corresponde a los liberales, o whigs, que vencen en todas las elecciones y gobiernan durante la mayor parte del periodo bajo la dirección del vizconde de Palmerston. Los conservadores, debilitados por la escisión previa de los seguidores de Robert Peel, sólo acceden al poder en dos breves periodos, bajo la dirección del conde Derby. Es una época, por otra parte, de manifiesta inestabilidad ministerial ya que, en los dieciséis años que van desde la caída del gobierno Russell, en 1852, hasta la formación del primer gobierno de Benjamín Disraeli, en el mismo mes de febrero del año 1868, se suceden hasta siete gobiernos, aunque las dos administraciones más duraderas sean las de Palmerston (1855-1858 y 1859-1865), quien se convierte, por ello, en la figura central del periodo, hasta su muerte en 1865. Sería entonces cuando Gladstone, conocido por sus iniciativas presupuestarias y sus proyectos de reforma electoral se convertiría en el líder indiscutible del Partido Liberal. 




			Aunque con matices, un amplio consenso de base se forjó entre las elites británicas a propósito del carácter adecuado de la empresa imperialista. De hecho, y en base a este consenso patricio previo, fue posible extender a los ámbitos plebeyos, en su doble condición de productores y consumidores, un notable asentimiento patriótico alrededor de las expectativas de expansión exterior. Los gobiernos liberales de mediados de la década de los cincuenta realizaron una activa política de intervención en Extremo Oriente. La denominada Segunda Guerra China detonó en octubre de 1856 a raíz de un incidente en el puerto de Cantón entre las autoridades locales y la tripulación del mercante inglés Arrow. En apoyo de ésta, el cónsul británico planteó exigencias que no fueron atendidas. Las autoridades británicas respaldaron a su representante y una flota inglesa procedería al bombardeo de la ciudad. Las operaciones se prolongaron, con apoyo francés, durante cuatro años, y terminaron con el Tratado de Pekín, por el que los barcos ingleses fueron autorizados a comerciar en el río Yang Tsé, se abrieron once nuevos puertos chinos al comercio exterior y se legalizaba la importación de un producto básico en la conexión imperial británica en el subcontinente asiático: el opio. 




			Los acontecimientos registrados en las costas del Mar de China, así como la decisión de enfrentar la agitación en la India, no eran en absoluto ajenos a la evolución de las mayorías parlamentarias en el interior de la política británica. El suceso apuntado en el párrafo anterior sirvió, de hecho, para fortalecer al Gobierno, ya que las críticas en la Cámara de los Comunes forzaron la disolución del Parlamento y en unas nuevas elecciones generales, en abril de 1857, los liberales aumentaron su representación parlamentaria. Con 367 escaños, frente a 260 de los conservadores, y 27 seguidores del difunto Peel, Palmerston rubricaba su hegemonía. En otras ocasiones, la centralidad de la política exterior tendría efectos contrarios. Así, la crisis subsiguiente de 1858 vino desencadenada por el fracaso de Palmerston al intentar que los Comunes aprobasen una legislación sobre la conspiración contra gobiernos extranjeros. En este caso, la competencia con la Francia imperial constituía el trasfondo explicativo. El Gobierno que le sustituyó, encabezado por el conde de Derby, contaba con Disraeli al frente de las Finanzas, pero era un gabinete que tenía escaso apoyo parlamentario y las medidas reformistas que adoptó —tanto la admisión de los judíos en el Parlamento como la abolición de la calificación de propiedad para ser parlamentario— no le granjearon precisamente el apoyo de los electores. Los comicios de mayo de 1859 dieron un apretado triunfo a los liberales —325 contra 306 conservadores—, y de nuevo fueron los denominados peelitas quienes permitirían a Palmerston formar un segundo gobierno en el mes de junio. Ahora, el líder liberal decidió incorporar al gabinete a las diversas corrientes liberales, incluyendo a radicales y nacionalistas irlandeses. Incluso hubo una oferta al librecambista Cobden, que no fue aceptada por éste. La falta de un líder sólido en el Partido Conservador permitió a Palmerston decidir medidas de reforma en las que, más que a la fuerza de la oposición, tuvo que estar atento a mantener la cohesión de su mayoría parlamentaria. Ése fue el caso tanto de las iniciativas tendentes a reducir la presión fiscal, impulsadas por Gladstone, como, a lo largo de 1860, la pugna con la Cámara de los Lores para que éstos aceptasen, en beneficio de la representación de los Comunes, una reducción de su papel en la definición de la política presupuestaria. Las iniciativas internacionales de aquel Gobierno mantuvieron la línea de nacionalismo agresivo iniciada por Palmerston.  




			El fin de la legislatura llevó a unas nuevas elecciones, en julio de 1865, que ratificaron la primacía liberal. Sus diputados sumaron 370 escaños, frente a 288 de los conservadores. Palmerston, sin embargo, no pudo sacar partido de la nueva situación ya que falleció en el siguiente mes de octubre. Aunque Gladstone era la estrella ascendente en las filas del liberalismo, la responsabilidad del nuevo Gobierno volvería a recaer en el veterano conde Russell, que formaría el segundo de sus gabinetes (de octubre de 1865 a junio de 1866), manteniendo a Gladstone al frente de las finanzas.  




			Paradójicamente, no sería un gobierno conservador, el que tenía por premier a Disraeli, quien en 1867 procedería a una nueva reforma electoral. Reforma que, en 1872 se complementaría con el voto secreto, y que en 1884, bajo un gobierno liberal, daría lugar a una nueva ampliación del cuerpo de electores. La reforma de Disraeli significó que se pasase, en el conjunto del Reino Unido, de poco más de 1.000.000 de electores a más de 2.300.000. Esta cifra se acercaba al 40 por 100 de la población adulta masculina. El crecimiento fue lógica consecuencia de la rebaja de la franquicia que daba derecho a voto, tanto en los condados como en los municipios. Además, se disponía la redistribución de 53 escaños, de los que 25 eran asignados a los condados ingleses y siete a Escocia. Se creaban 11 nuevos distritos urbanos y se concedía un representante a la Universidad de Londres. Con todo, y al margen de la población femenina, quedaba fuera del juego electoral un número importante de trabajadores agrícolas, de criados y de hijos adultos que continuaban viviendo en el seno la casa paterna.  




			La reforma, a pesar de sus limitaciones, alimentó la participación y la intensidad de las disputas electorales. Esto, como es natural, fortaleció a los partidos y contribuyó a la pérdida de autonomía de cada uno de los parlamentarios. No resultaba aventurado prever que una nueva forma de hacer política empezaba a abrirse paso con la consolidación del sistema bipartidista. Las elecciones de noviembre de 1868 proporcionarían un rotundo triunfo a los liberales. Los tories habían vencido en la mayoría de los condados ingleses, pero los liberales les desbordaron en las grandes ciudades, al tiempo que recolectaban el sufragio en las circunscripciones galesas, escocesas e irlandeses. Se iniciaba un periodo de doce años en el que la rivalidad entre William E. Gladstone y Disraeli —un antagonismo que trascendía lo meramente político— pasó a ser característica de la vida política británica. Los gestores de esa dinámica fueron dos formaciones, liberales y conservadores, Whigs y Tories, que hacia 1850 habían consolidado el núcleo de alternancia en la dirección del Estado y del Imperio. El binomio Gladstone/Disraeli acabó personificando una alternancia que había tenido en el conde de Derby, el conde Russell y el vizconde Palmerston sus precedentes inmediatos y en la que, desde el respeto a las reglas marcadas, se procedía a la defensa de los intereses industriales y comerciales o a la de la aristocracia terrateniente. En cualquier caso, ambas formaciones compitieron, a su vez, por la atracción del nuevo voto popular.  




			Los equilibrios liberales en el interior, se correspondieron en el tiempo con la consolidación de un Imperio librecambista, en el que los intereses comerciales se presentaban del brazo de una voluntad civilizadora sostenida en una retórica de la superioridad moral. No menos cierto fue que en esta empresa expansiva estuvieron presentes las consideraciones estratégicas y la conveniencia de impedir, mediante el asentamiento colonial, la presencia de competidores o el desarrollo de conflictos que pudieran perjudicar los intereses británicos. En la India, que continuaba siendo la pieza fundamental del Imperio, se realizó la anexión de Oudh en 1856 y la gran insurrección de los cipayos en 1857 permitió la reorganización administrativa del territorio; la supresión, en 1858, de la East India Company, y la transferencia a la Corona de todos sus territorios y propiedades. El gobernador general se convirtió en virrey. En Australia, el descubrimiento de oro en Victoria, a comienzos de los cincuenta, aceleró el crecimiento de las migraciones procedentes de la metrópoli, a la vez que aumentaba la importancia económica de la isla-continente. La opinión favorable al autogobierno de las colonias de asentamiento blanco, desarrollada en la metrópoli desde mediados los cuarenta, se tradujo en la concesión de marcos de autonomía a Nueva Zelanda, Nueva Gales del Sur, Victoria, Tasmania, Australia del Sur y Queensland entre 1852 y 1859. En cuanto a Canadá, la Columbia Británica se convirtió en colonia en 1858, y poco después se iniciaron los trabajos que desembocaron en la British North America Act de 1867. Gracias a este texto fundacional, las colonias de Canadá, Nueva Escocia y Nueva Brunswick se constituían en dominio de la Corona. Poco después se les unirían Manitoba y la Columbia Británica. El Imperio parecía sólido, pero el motín de la India, que tuvo ecos en otras colonias, dañó la seguridad de los colonizadores, que veían que sus afanes no eran correspondidos con el aprecio de los colonizados.  




			A medio camino entre la presencia colonial y la administración interior, sobre la estabilidad liberal planeaba la sombra del pleito irlandés. Lo cierto, sin embargo, es que en esos años de plenitud victoriana el problema tendió a presentarse, en términos comparativos, con rasgos suaves. La crisis de la patata, a mediados de los cuarenta, con sus secuelas de muertes y emigraciones, había afectado profundamente a la población irlandesa, que tardaría en recuperar los efectivos de 1844. Las tensiones, activadas por el desempleo y disminución de tierras en cultivo, se agudizarían a comienzos de los años cincuenta. La creación en Estados Unidos, en 1858, de la independentista Fenian Brotherhood, derivó, tras el fin de la guerra de Secesión americana, en actos terroristas, con ataques a prisiones y arsenales en 1867. El Gobierno había suspendido el Habeas Corpus en Irlanda en 1866, pero la agitación distaba de ser un peligro grave para el sistema político. Gladstone, retractándose de su anterior política sobre las cuestiones irlandesas, proyectaría en los años sesenta un programa de reformas para mejorar las condiciones de vida y desactivar el contencioso. El punto culminante se registraría entre 1869 y 1870. Fue entonces cuando se procedió tanto a la liquidación de la hegemonía oficial de la Iglesia anglicana —estatus insostenible en una isla que contaba con un 80 por 100 de católicos, frente a una minoría anglicana del 12 por 100 y concentrada en el Ulster—, como a la reforma de las leyes sobre los arrendamientos de tierra y sobre la educación elemental.  




			Con la excepción del problema irlandés, el Reino Unido aparecía, a la altura de 1870, como un Estado exitoso en la tarea de adaptar las instituciones a los rasgos de una sociedad transformada por la industrialización, en la que predominaban las ideas liberales y formalmente igualitarias. El temor de los años cuarenta, con su recelo permanente de un estallido revolucionario, había quedado atrás. El crecimiento económico había apartado a las masas de la revolución, mientras que el inicio de las corrientes migratorias había servido para atemperar los conflictos sociales. El régimen había acentuado su carácter parlamentario, convirtiendo a la Cámara de los Comunes en el centro de la vida política. A su vez, la Monarquía había superado el descrédito sufrido durante los reinados de los últimos monarcas hannoverianos: la prosperidad material y los avances coloniales contribuirían al prestigio de una Corona, que tendría la oportunidad de festejar su jubileo en las conmemoraciones finiseculares. 




			



			 






			Del Imperio de Austria al modelo dual austrohúngaro 




			



			 






			El espacio central europeo vivió en el tercer cuarto del siglo XIX un lento, pero sugerente, proceso de reformulación. A partir de 1867, el nuevo Imperio austrohúngaro podrá ser presentado como la pauta más eficaz para una eventual solución de perspectiva federal que hiciera posible la coexistencia de pueblos diversos y erradicara el peligro de la guerra en Europa. En cualquier caso, el camino fue lento, y el punto de partida muy similar al registrado en otros Estados europeos tras 1848: reacción conservadora en lo político y búsqueda de caminos de modernización en lo económico. Schwarzenberg, primero, y Alexander von Bach, a partir de 1852, diseñaron un modelo presidido por el peso institucional de la Iglesia católica —reafirmado en el Concordato de 1855—, por la omnipresencia de la burocracia y el papel clave de la policía, y por la perspectiva cultural y política de germanización. Complementariamente, se procedió a una mayor articulación del espacio económico pasando a concebir el Imperio como un grupo de regiones adicionales y alternativas al Zollverein dominado por Prusia. 




			El propio crecimiento, en un marco de economía liberal y de centralización política, acabaría por generar contradicciones insolubles. El capitalismo progresó en aquellas regiones, como Bohemia o Moravia, en las que la industria moderna había dado sus primeros pasos con anterioridad, mientras que áreas preponderantemente agrícolas, como Hungría, quedaban, en términos comparativos, atrasadas dentro del ritmo general de crecimiento. La coyuntura económica de crecimiento, sumada a iniciativas como la construcción de nuevas líneas ferroviarias, el acondicionamiento para la navegación del Danubio, la potenciación de la salida marítima que suponía el puerto de Trieste o las obras de modernización de las infraestructuras urbanas en Praga o Budapest, no impidieron que las fracturas se hicieran más visibles y, por ello, afrentosas: la presión fiscal que permitía sostener estas iniciativas, así como la maquinaria administrativa y represiva del Estado, generaron hostilidades y recelos tanto entre la burguesía de origen alemán, principal beneficiaria del esfuerzo inversor, como en las diversas minorías nacionales. Los fracasos exteriores, con las derrotas frente a Napoleón III en la guerra de Italia, contribuyeron a impulsar las reformas. 




			En 1860 el Reichsrat pasó a ser un órgano consultivo con una mayoría de miembros electos, al tiempo que se restablecían las dietas locales y se les otorgaba competencia legislativa. La iniciativa generó dos oposiciones de naturaleza antagónica. Por un lado, las elites vienesas veían con temor mal disimulado la hipotética deriva federalista del Imperio; por el otro, la confrontación amenazaba en el este como consecuencia de la negativa magiar a contemplar, frente a las reclamaciones de croatas, checos, eslovacos, polacos y rumanos, otro horizonte que no fuese el de la restauración de la monarquía húngara.  




			La alta política de la Monarquía dual era un juego de atentos equilibrios de legitimidad. El principio dinástico interaccionaba con los derechos nacionales e, incluso, con las identidades nacionales. A la Corona y el Ejército se le unían dos gobiernos, dos parlamentos soberanos y otras tantas cámaras legislativas. Al oeste del río Leitha, la Cisleithania integraba el Imperio austríaco propiamente dicho; aunque en su seno convivían alemanes, checos, polacos, rutenos —es decir, ucranianos— y judíos. La Transleithania, articulada alrededor del reino de Hungría, contenía croatas y otras minorías eslavas. Todas ellas mostrarían, en uno u otro momento, su oposición a las estrategias de magiarización que partían de la Dieta húngara. Unas estrategias sostenidas sobre el mantenimiento de la influencia de los grandes latifundistas húngaros. En 1867 habían sido coronados en Budapest, con la histórica corona de San Esteban, los emperadores Francisco José e Isabel. Los éxitos del nacionalismo húngaro en 1867, orientado por el conde Gyula Andrássy y liderado en la acción por Francis Deák al frente del Partido del Pueblo Magiar, se convertirían en hitos recordados por otros nacionalismos posteriores, significativamente el irlandés, en el tránsito del siglo XIX al XX. Uno de los fundadores del Sinn Féin en 1905, Arthur Griffith, se refirió a estas luchas con admiración. 




			El compromiso que dio origen a la monarquía dual no dejó de presentar un par de dificultades. En 1871 Francisco José parecía dispuesto a reconocer la singularidad checa convirtiendo a Bohemia en una tercera pieza, en pie de igualdad con Hungría. La idea tuvo que abandonarse por las protestas de los alemanes, en especial los que habitaban en la región checa de los Sudetes, pero también de los magiares, los grandes beneficiarios del compromiso, que temían el ejemplo que esta autonomía política podía significar para sus propias minorías nacionales, desde eslovacos, croatas y serbios hasta los transilvanos de ascendencia rumana. La propuesta de una triple monarquía nunca llegó a consagrarse y la monarquía dual supo conservar, todavía durante medio siglo, y no sin tensiones, la quimera de la unidad de la pluralidad. La otra cara de la moneda fue la insatisfacción creciente entre las comunidades eslavas obligadas, en el caso de querer disfrutar de los beneficios de las actividades públicas, a adoptar la lengua y la cultura alemana o magiar. Una insatisfacción que dio alas al nacionalismo más radical. 




			Las tensiones étnicas y culturales se enmarcaban en la problemática de los límites de la liberalización política y social posterior a 1848. La abolición de la servidumbre no puso en cuestión el papel de los grandes propietarios agrarios como sector social dominante, mientras que los derechos políticos estaban reservados a poco más de una cuarta parte de la población masculina adulta. La gran masa de pequeños propietarios y de trabajadores agrarios quedaba al margen de los mismos. La superposición de inquietudes nacionales y de limitaciones en el acceso a los derechos políticos y sociales dejaría en el aire, hasta la primera década del siglo XX y la Primera Guerra Mundial, la cuestión de cómo resolver el tránsito a la soberanía política y a la incipiente democracia en esta región de Europa. 




			



			 






			La tímida liberalización de la Rusia zarista 




			



			 






			El progreso, lento pero inexorable, de los marcos de referencia constitucionales había propiciado en Europa el sometimiento de los gobiernos y de las burocracias estatales a unas normas de derecho impersonal. Del mismo modo, y con ritmos diversos, habían sido reconocidos determinados derechos y libertades que recaían en los individuos. En contraste con estas líneas generales de evolución, el rasgo definidor de la Rusia zarista en las décadas centrales del siglo XIX será el empeño de mantener a todo trance el dominio personal y arbitrario del emperador sobre todo el conjunto de sus súbditos. La arbitrariedad caracterizaba, en gran medida, tanto las decisiones del zar como las de los niveles inferiores de la jerarquía burocrática. La singularidad de las fuentes de poder no impidió que los autócratas rusos procuraran adoptar los avances técnicos o administrativos que procedían del occidente europeo. No les restó eficacia en el control de un enorme Imperio, de más de 22 mil kilómetros cuadrados, que integraba a pueblos eslavos (desde rusos a ucranianos o polacos) y a las naciones asiáticas de las estepas centrales. Aunque para ello optase por el desarrollo de un cuerpo de policía omnipresente, obsesionado por la amenaza revolucionaria y tan arbitrario como el mismo zar. Y, finalmente, no malogró algunas reformas sociales. 




			En la segunda mitad del Ochocientos, las derrotas en los grandes conflictos bélicos indujeron a las elites rectoras de los países afectados a proceder a reformas que liquidaran las causas de la debilidad relativa frente a sus competidores en el marco de los Estados-nación. Será el caso de Francia tras Sedán, como lo fue, previamente, el de la Rusia de los zares tras la derrota en la guerra de Crimea. Alejandro II (1855-1881), llegado al trono imperial en pleno conflicto, asumirá la necesidad de proceder a una serie de reformas. Si años más tarde Sedán pondrá en cuestión la capacidad operativa de un ejército emanado de una sociedad comparativamente débil, en relación al enemigo, por lo que se refiere a la educación y a la fortaleza de la ciudadanía y el sentimiento nacional, antes, Crimea ha puesto en evidencia que la servidumbre hacía del campesino no sólo un ser sin iniciativa ni orgullo, sino un mal soldado para el ejército. En 1858 Alejandro II emancipará a los siervos de la Corona y, tres años más tarde, acabará por asentar la libertad legal del conjunto de los rusos. En 1861 un ucase decretaba la abolición de la servidumbre. La tierra, una vez redimida mediante el pago en metálico, pasó a formar parte de la propiedad colectiva de las antiguas comunidades rurales conocidas como mir. A menudo se ha atribuido a la preservación de la sociedad campesina efectos perversos para el desarrollo económico ruso al entenderse que actuó en contra de las posibilidades de inversión capitalista en otros sectores. 




			La abolición no fue el único empeño reformista. En el ámbito administrativo, un edicto de 1864 estableció un sistema de consejos provinciales y de distrito —zemstvos— que garantizaban una cierta presencia social en la toma de decisiones. Las obras públicas, la enseñanza, la sanidad e incluso la policía local entraban dentro de sus responsabilidades. En paralelo se procuró homologar el sistema legal a los parámetros vigentes en las sociedades occidentales. Los juicios pasaron a ser públicos, se estableció el derecho a elección del propio abogado, se procedió a la distinción de las diversas instancias judiciales e incluso se abrió la posibilidad de implantar el jurado. Finalmente, se impulsó la enseñanza y se concedieron derechos de administración autónoma a la Universidad, al tiempo que se reducía la censura de prensa para los periódicos de Moscú y San Petersburgo. 




			El brío reformista se atemperó a mediados de la década de los sesenta. En gran medida, porque las tímidas liberalizaciones habían activado nuevas y viejas formas de malestar y de contestación. Si entre los nuevos sectores profesionales y del mundo de negocios se clamaba por una adopción del liberalismo, entre el campesinado la agitación tenía que ver con el hambre de tierras y con el endeudamiento asociado al pago a plazos de la redención de la servidumbre. La presión fiscal, la conscripción militar o el mal funcionamiento del mir serían otras tantas fuentes de descontento. Un descontento duramente reprimido por los cuerpos policiales y que consiguieron canalizar, entre otros, los grupos populistas —narodniki— tras la exigencia de «Tierra y Libertad». Los intelectuales y los profesionales liberales —la intel·ligentsia— facilitó una parte del argumentario tanto a populistas como a otros grupos de oposición al zarismo. En cualquier caso, las reclamaciones de creación de una Duma o cuerpo representativo de toda Rusia fueron desatendidas, mientras que, alternativamente y desde 1863, se sucedieron los intentos de magnicidio contra la figura del zar. De hecho, el exitoso, el 13 de marzo de 1881, ponía de relieve el crecimiento de las formas de contestación —del nihilismo al populismo, de Alexander Herzen a Nechaiev, pasando por Bakunin— tanto a la autocracia como a la timidez del liberalismo nacional, y bloqueaba la última de las reformas diseñadas por Alejandro II: la integración en un consejo de estado de dos comisiones nacionales electas. Su hijo y sucesor, Alejandro III abandonó estos últimos proyectos y procuró, hasta 1894, una política de resistencia a toda forma de reformismo. No obstante, el tímido reformismo de los años sesenta, sustentado sobre el trípode que conformaban la abolición de la servidumbre, la reforma judicial y los zemstvos, dejaría una impronta sin la que sería inexplicable la coyuntura reformadora y revolucionaria de principios de siglo XX. 




			



			 






			España y Portugal: los límites en la construcción del Estado liberal 




			



			 






			Como en Gran Bretaña, aunque por causas de naturaleza bien distinta, también en la península Ibérica los ecos de las revoluciones de 1848 fueron débiles y, en cualquier caso, no se puede decir que alteraran, de manera significativa e inmediata, las respectivas dinámicas nacionales. Ciertamente, Portugal había vivido una reciente guerra civil (1847) y en España se habían registrado, en los dos años previos, agitaciones contra el sistema centralizador así como motines urbanos producidos por el aumento del precio del pan. Con todo, las agitaciones parisinas o centroeuropeas, aun generando cierto grado de inquietud en las elites gobernantes, pasaron sin afectar de forma notoria la vida política interna. A lo sumo, cabe recordar, como efectos indirectos de la eclosión revolucionaria europea la formación del Partido Democrático, en la España de 1849, o la creación de un Triunvirato Republicano en Lisboa, por esas mismas fechas.  




			A menudo, las naciones ibéricas de las décadas centrales del siglo XIX han sido presentadas como el contrapunto, o, alternativamente, como el eslabón débil en la transición del Occidente europeo a la modernidad. En realidad, los rasgos singulares de las evoluciones ibéricas, con toda seguridad menores que los apuntados por cierta tradición historiográfica interesada en remarcar la excepcionalidad peninsular, arrancan, en primer lugar, de su condición de potencias imperiales cuestionadas. Aunque ambas con perspectivas diversas. España vive, en este orden de cosas, en retroceso a lo largo de toda la centuria. Si el Ochocientos había empezado con la invasión napoleónica y la resistencia a la ocupación que enmarcó la emergencia del liberalismo —y de la primera definición de la nación como cuerpo de ciudadanos, en las Cortes de Cádiz— también lo hizo con la fractura de los lazos coloniales que habían sostenido la hegemonía española en la mayor parte de la América central y meridional. A su vez, los avatares de las guerras napoleónicas facilitarían, en 1822, el tránsito suave a la independencia del Brasil. La contestación a la supremacía española en las Antillas tendría sucesivas réplicas en los intentos de recuperación imperial de 1861, en Santo Domingo, y en los primeros levantamientos secesionistas en los años setenta. No sería, sin embargo, hasta 1898, con la derrota en la guerra hispano-cubana-norteamericana, que se cerraría ese ciclo que situaba al Estado español en la periferia de la dinámica internacional.  




			En España, el tiempo histórico interior estaría presidido por la alianza establecida entre algunos segmentos del liberalismo emergente y las fuerzas de la tradición y la Iglesia católica. Embarcados todos ellos en el proyecto de construcción de un Estado nacional de matriz liberal que garantizase la preeminencia de unos grupos sociales que habían visto con alarma el protagonismo popular en la contienda contra la Francia napoleónica y, posteriormente, en las agitaciones radicales urbanas del primer tercio de siglo. Un compromiso, cuya expresión más acabada sería el moderantismo, que no impediría la sucesión de guerras civiles entre los partidarios del nuevo orden y los sectores anclados en la defensa de los principios ordenadores del Antiguo Régimen. La unidad legislativa heredada de la tradición gaditana se confirmaría en la Constitución de 1837. La corrección moderada de 1845 rubrica el unitarismo político-constitucional —con los subsistemas vasco y navarro en su interior tras los pactos de 1839 y 1841— y apunta al desarrollo de los aspectos centralizadores de la acción del Estado. Las manifestaciones son plurales: desde la ordenación provincial a la fijación de la política educativa (Ley Moyano de 1857) pasando por la plasmación de un nuevo Código Civil, Penal (1848), la Ley de Enjuiciamiento Civil (1855) o la Ley de Notarías (1862). La inflexibilidad unitaria fue en buena medida el resultado de una continuada frustración colonial, de un proceso nunca cerrado de descolonización.  




			Desde el punto de vista de los derechos electorales, los textos constitucionales de 1837 y 1845 acogieron, a diferencia de lo que había sido establecido en la Constitución de 1812, fórmulas muy restrictivas de sufragio censatario. La regresión constitucional se cebó en los españoles por lo menos hasta 1869, cuando una nueva Constitución restablezca la universalidad del sufragio para los varones adultos, aunque la niegue de nuevo en Cuba y en el resto del Imperio. Alternativamente, la construcción de una ciudadanía activa tuvo como escenario preferente el encuadramiento en fórmulas militarizadas de participación —las milicias nacionales— y en espacios efímeros de construcción de un sujeto colectivo en coyunturas de ruptura institucional: las juntas revolucionarias, de carácter más o menos provisional, que desde el municipio a la nación emergían para apoyar las asonadas militares o pronunciamientos. El desarrollo de las guerras carlistas, un conflicto de familia al que superpusieron elementos ideológicos (liberalismo/tradicionalismo, secularización/clericalismo, centralismo/fueros), no hizo sino rubricar la trascendencia de la violencia en la resolución de los contenciosos políticos.  




			Para encontrar en España un movimiento que ponga en cuestión los estrechos límites participativos del constitucionalismo moderado, o para reivindicar la autonomía municipal y la menor sujeción de las corporaciones locales a las instancias gubernamentales habrá que esperar no a 1848 sino a 1854, a la Vicalvarada. Es decir, al pronunciamiento de los generales Leopoldo O’Donell y Dulce, el 28 de junio. El golpe de fuerza militar se había convertido a esas alturas del siglo en la modalidad privilegiada de acceso al poder por parte de la facción liberal excluida de la gestión del presupuesto nacional. El pronunciamiento de alguno de los espadones —cuadros militares prestigiosos— obviaba la marginación debida a la reina Isabel II tanto como los riesgos de una revolución protagonizada por las multitudes populares. Éstas, así como las corrientes ideológicas más avanzadas de la familia liberal, hacían uso de las libertades estrenadas en el paréntesis conocido como el Bienio Progresista (1854-1856) —marcado por la personalidad del espadón progresista Baldomero Espartero— para iniciativas tan diversas como la transformación de las relaciones de propiedad en el campo —con nuevas desamortizaciones—, la maduración del primer societarismo obrerista, la propagación del ideario socialista o la conjunción práctica de un democratismo de perfiles crecientemente republicanos. El cierre de este episodio sería el punto de arranque de la última etapa del reinado de Isabel II. Entre 1856 y 1868 la deriva borbónica estuvo marcada por la enajenación progresiva del conjunto de las oposiciones —incluida con el tiempo la Unión Liberal de Leopoldo O’Donell— y la articulación revolucionaria de las mismas, tanto en el interior como, sobre todo, en el exilio. París, Londres o Bruselas devienen polos de articulación del liberalismo avanzado y de la democracia. El exclusivismo moderado, personificado en otro espadón, Narváez; el desprestigio de una reina que combinaba la influencia clerical más cerril con la vida disoluta; los efectos de la crisis económica de 1866 y la conflictividad social derivada de la misma, así como la corrupción imperante en el mundo de los negocios y de la alta política cortesana, aportarían las motivaciones para una explosión que cuajaría en septiembre de 1868 con la revolución denominada Gloriosa.  




			El cotejo de los procesos vividos en esas décadas centrales del XIX apuntan no tan solo a las debilidades de las transformaciones institucionales sino a la que en ocasiones se ha denominado, acaso con un exceso de énfasis, débil nacionalización. El doble patriotismo inicial, que se plasmó en el compromiso de las elites periféricas en la construcción del Estado-nación español, habría dado paso a un desencuentro creciente que facilitaría, o estimularía, los procesos de recuperación de lenguas y culturas regionales que se resisten, por diversos y plurales motivos, a acabar de desaparecer. Así como a la crítica recurrente a propósito del ominoso centralismo estatal.  




			En Portugal, la estabilidad institucional se había alcanzado, tras la guerra civil de 1846 a 1847. El levantamiento popular de la primavera de 1846, la revuelta de María da Fonte, había tenido unas raíces rurales y había adoptado la forma de una movilización espontánea. El añadido de la agitación urbana, la de la Patuleia, prolongó el enfrentamiento y forzó la intervención pacificadora de las potencias extranjeras partícipes de la Cuádruple Alianza. En la primavera de 1851, la estabilidad institucional se alcanzó tras el golpe militar liderado por el duque de Saldanha. El nuevo régimen, conocido como de la Regeneración, sigue la estela de las realizaciones previas atribuidas a la gestión de António Bernardo da Costa Cabral, aspira a poner fin a una larga serie de conflictos civiles —que habían enfrentado a legitimistas y liberales, miguelistas y setembristas— y consigue adoptar en 1856 forma constitucional. El objetivo era alcanzar un marco de coexistencia de las diversas facciones políticas liberales, y entre éstas y las instituciones orgánicas del Estado.  




			En otoño de 1852 el liberalismo progresista luso se había escindido en un Partido Progresista disidente o histórico y otro progresista regenerador. Como en el caso español no nos encontramos con estructuras partidarias sólidas, sino con grupos ideológicos que se articulaban, básicamente, alrededor de elites aristocráticas burguesas provistas de clientelas y relaciones de patronazgo. Frente al Partido Regenerador, integrado por elementos vinculados al mundo de las finanzas y de la gran propiedad agraria e industrial, el Partido Histórico aparentaba preservar las aspiraciones a una transformación liberal de contenidos más democráticos. En cualquier caso, la alianza estable de los mismos acabó manifestándose en el gobierno de coalición que operó entre 1865 y 1868.  




			El agotamiento de ambas formaciones acabaría propiciando su sustitución, ya en la década de los setenta, por la alternancia entre regeneradores y progresistas. El rotativismo, ensayado en Portugal con anterioridad al turnismo de la Restauración española, no dejaría de presentar graves disfunciones ministeriales y una cierta incapacidad para canalizar el descontento popular expresado en los motines de subsistencias o antifiscales (1856, 1867, 1868), a partir de los setenta en los ciclos huelguistas, o, incluso la integración de una pequeña y mediana burguesía que acabaría desarrollando en el republicanismo un horizonte alternativo.  




			



			 






			Democracia y nación: los Estados Unidos de América 




			



			 






			Entre 1835 y 1840, el joven aristócrata francés Alexis de Tocqueville, quien en 1849 ocuparía el cargo de ministro de Asuntos Exteriores en el gobierno «de orden» de Odilon Barrot, publicaba los dos tomos de La democracia en América. Resultado de un largo viaje de estudios por los Estados Unidos —a propósito, entre otros, del sistema penitenciario—, la obra de Tocqueville fijaría los rasgos básicos de la mirada liberal europea sobre la emergente sociedad americana.  




			La década de los treinta había sido el marco de radicales cambios en la vida política, social y económica de la nueva nación transatlántica. La alternancia fundacional entre federalismo y republicanismo jeffersoniano había dado paso a la dialéctica demócratas —encabezados por Jackson— y republicanos —el Partido Whig—, liderados por John Quincy Adams. Ambas formaciones apelaban ahora, tras la separación entre el principio de propiedad y el de derechos políticos, al conjunto de la población masculina blanca y adulta. Las exigencias inherentes a dicha perspectiva llevaron a la creación de redes permanentes de clubes populares y complejos aparatos extraparlamentarios estatales y federales. Los programas ahí forjados eran encarnados por candidatos surgidos de los estratos sociales intermedios, aunque, como en el caso de Jackson, éstos no excluyesen estrategias matrimoniales que les permitiesen emparentar con las grandes familias tradicionales que habían liderado el combate contra la corona británica. 




			La expansión hacia el oeste movió a los estadounidenses a hacer frente a la resistencia de las naciones indias. En 1849 el comisariado para asuntos indios propuso la reclusión de los indios en reservas. A medida que avanzaba el proceso colonizador éstas se fueron ampliando en un proceso que finalizó a finales de la década de 1870. Aunque el argumento aparente era preservar la independencia de esas comunidades, el desarraigo, la presión de colonos y cazadores, así como la de las compañías ferroviarias, concluyeron con la experiencia. En 1867 los Estados Unidos crearon una región reservada conocida como Territorio Indio en lo que sería el futuro estado de Oklahoma (1907). Veinte años más tarde la experiencia fue suprimida. De hecho, a partir de 1871 dejaron de firmarse tratados entre la Administración de Washington y las naciones indias. Los acuerdos adoptaron un carácter meramente interno: el Estado asumía, con ello, la plena soberanía sobre el conjunto de territorios y habitantes. Junto a la población autóctona, la conformación territorial pasó por diversos enfrentamientos con Estados e imperios de tipo europeo. Los nuevos territorios pertenecían a México —de Texas a California— o eran reivindicados por Gran Bretaña —Oregón—. Esta última cuestión se resolvió diplomáticamente al fijarse, en 1846, los límites internacionales entre los Estados Unidos y el Canadá británico sobre el paralelo 49. En 1845 el presidente democrático Polk reconoció la anexión del territorio de Texas —colonizado por inmigrantes estadounidenses este territorio se había rebelado contra México y obtenido su independencia en 1836—. Un año más tarde el mismo Polk declaró el estado de guerra por la cuestión de California. El conflicto se cerraría por el tratado de Guadalupe, mediante el cual se ratificaban las conquistas norteamericanas. Los límites internacionales entre Texas y México se fijaron en el Río Grande y todo el vasto sudoeste, correspondiente a los actuales territorios de Nuevo México, Arizona, Utah, Nevada y California entraron a formar parte de la Unión. El descubrimiento del oro en California facilitó, a continuación, una gran migración hacia el Pacífico.  




			Fue por entonces que el periodista John L. O’Sullivan hizo popular el término «Destino manifiesto» para magnificar la misión imperial estadounidense. La nueva nación se definía en términos étnicos y culturales —anglosajona, blanca— y se mostraba preparada para llevar a cabo la tarea que le habría sido encomendada por la providencia: la difusión de la democracia y de las instituciones liberales. El desarrollo económico y social, la penetración de las relaciones comerciales basadas en el mercado, la centralidad de empresarios y propietarios, de especuladores del suelo y de profesionales, la exaltación del dinero, asientan las bases sobre las que es posible, a diferencia de la vieja Europa, la emergencia de una democracia basada en las middle classes, sostenida por businessmen y orgullosa de sus self-made men. En este marco, la instauración de un auténtico sistema de partidos afectó a todos los niveles de la vida política: del federal al estatal, e incluso en el horizonte local. Los alcaldes y consejeros municipales, así como muchos funcionarios de los departamentos ejecutivos y de policía, pasan a ser cargos electos. La victoria electoral aseguraba réditos muy tangibles para un sector creciente de hombres políticos. Nacía lo que dio en llamarse spoils system: el partido en el poder, mientras estuviese instalado en el mismo, asignaba los cargos públicos a los activistas más fieles de la formación. Fue el propio presidente Jackson quien ennoblecería esta nueva forma de clientelismo al presentarla como una rotación democrática que impedía la emergencia de un sector burocrático crecientemente alejado de la ciudadanía. 




			En torno a 1850 podían distinguirse en el interior de los Estados Unidos tres áreas diversas. El noreste atlántico se caracterizaba por la presencia de actividades manufactureras, comerciales y financieras en un contexto de desarrollo urbano. En el noroeste de las llanuras internas prevalecía la agricultura comercial basada sobre granjas familiares y nuevas ciudades orientadas a la producción industrial tanto de productos alimentarios como de maquinaria agrícola. En el sur prevalecía la agricultura de los grandes plantadores esclavistas, situados en medio de un universo de pequeñas granjas próximas a la economía de subsistencia. Las diferencias no atendían únicamente a la estructura económica. Los niveles de escolarización, por ejemplo, eran divergentes. Si la media nacional se situaba en torno al 50 %, el noreste presentaba las mayores cotas de escolarización, con la punta del 76 % en Nueva Inglaterra. Mientras que en el sur apenas alcanzaba el 30 %. La presencia y difusión periodística corría pareja a estas cifras. El regionalismo había tenido, desde los orígenes de la nación, una fuerte presencia con la emergencia de dos polos alternativos —Virginia y Nueva Inglaterra— que se reivindicaban como matriz de la independencia nacional. A ello se venía a sumar un oeste que, frente al europeizante este, se imaginaba como el espacio de preservación de los valores originales de la nación norteamericana ahora proyectados en el contexto de la expansión, la conquista del continente y las guerras contra la población indígena. En cualquier caso, la oposición norte-sur ya había propiciado, en las décadas de 1840 y 1850, la fragmentación, y la renovación de iglesias y partidos políticos. La ruptura del equilibrio entre los Estados sudistas y los del norte con la ampliación de los territorios comprendidos entre Texas y el Pacífico y, en particular, con la prohibición de la esclavitud en California aceleraría la confrontación.  




			En 1860 el presidente Abraham Lincoln, elegido por el nuevo Partido Republicano, explicitó un programa favorable a la libre instalación de colonos en las nuevas tierras del Oeste, que contemplaba, asimismo, una política de aranceles elevados —lesiva para los intereses de unos Estados sureños conectados como productores de algodón en rama a la industria británica—, una intención decidida por culminar la construcción de una red de ferrocarriles que conectasen las dos orillas continentales y, en suma, un crecimiento capitalista a escala nacional. Tras la elección de Lincoln los principales líderes de los Estados del sur rompieron solemnemente con los Estados Unidos de América y crearon una Confederación de Estados de América que se extendía desde Virginia a Texas, tenía su capital en Richmond y a Jefferson Davis por presidente. Lincoln, tras un periodo de vacilaciones, denegó el derecho de los Estados sureños a la autodeterminación y ordenó a las fuerzas armadas la defensa de la integridad territorial de los Estados Unidos. El resultado fueron cuatro años de Guerra Civil, o de Secesión, que tendrían su punto de inflexión en la batalla de Gettysburg. En 1863 la Proclamación de la Emancipación abolía la esclavitud y liberaba, sin compensaciones económicas, a la mano de obra negra. Cinco años después la Decimocuarta Enmienda declaraba que todas las personas nacidas o naturalizadas en Estados Unidos eran ciudadanas de dicho país. La Guerra Civil americana tuvo como resultado la consolidación política y económica de un gran Estado-nación, liberal y democrático en sus principios, y comprometido con la empresa privada. De hecho, los coetáneos ya advirtieron que había sido el material, costoso pero necesario, para construir una nación.  




			En 1865, tras el asesinato de Lincoln, ocupará la presidencia Andrew Johnson (1865-1869). En línea con lo esbozado por su predecesor, se mostró partidario de una reconstrucción moderada, marcada por una política de atracción que contemplase amnistías y facilidades para la reincorporación. De hecho, buena parte de los antiguos dirigentes sudistas pasaron a ocupar cargos de responsabilidad en la nueva administración y bloquearon en la medida de sus posibilidades el acceso de la población negra a los derechos de ciudadanía. La presión militar acabaría siendo un recurso utilizado con generosidad entre 1868 y 1871. El nuevo presidente republicano Ulysses S. Grant (1869-1877) desarticularía, mediante estos procedimientos, el Ku Klux Klan, la sociedad racista blanca creada en 1865. El celo reconstructor propiciado por Lincoln acabaría siendo abandonado en los años 1870.  




			



			 






			La difícil conformación de los Estados liberales en América Latina 




			



			 






			En 1823, el temor ante una hipotética intervención de la Santa Alianza, orientada a la restitución de las colonias españolas a la monarquía de Fernando VII, había estimulado la declaración Monroe, mediante la cual los Estados Unidos entraban en la política internacional. La doctrina Monroe fue establecida para conservar la independencia de sus «hermanos del sur». En ella podía leerse: «En las discusiones a que los intereses encontrados de Europa y América han dado ya lugar y que con amistosos arreglos se han terminado, hemos tenido ocasión de comprender que ha llegado el momento de declarar como un principio fundamental de la política de los Estados Unidos: Que estos continentes son, por libre e independiente posición que han asumido y que mantienen, impropios para ser considerados como lugares apropiados para una colonización futura por cualquier potencia europea.» 




			Ciertamente no faltaron las amenazas de las viejas, o de las nuevas, metrópolis europeas. Episodios como el de Santo Domingo, el de la intervención encabezada por la Francia neo-napoleónica que contará con la cooperación española, y será derrotada de manera estrepitosa por los liberales mexicanos de Benito Juárez, o, incluso la gestión que sobre las Antillas realizará la administración civil y militar metropolitana, ilustran acerca de la pervivencia de ese construirse del Estado-nación europeo en base a la proyección imperial americanista. No fue ése, sin embargo, el gran obstáculo que afrontó la emergencia y construcción del Estado nacional, de raíz liberal y de expresión casi unánimemente republicana, en la América poscolonial. Entre otros factores, los primeros años estarían marcados por la operatividad del caudillismo. El fracaso de los proyectos de unificación liderados por Bolívar y San Martín, la tensión entre las propuestas centralistas encabezadas por las antiguas capitales coloniales y las de carácter confederal argumentadas desde provincias celosas de su soberanía, la desintegración política subsiguiente y la difícil articulación de los espacios regionales, así como la permanencia de unas bases sociales sostenidas sobre la propiedad de la tierra harán de este personaje carismático, impredecible, autoritario y violento, la pieza básica en el devenir latinoamericano durante la primera mitad del siglo. No será hasta mediados de siglo cuando el sustrato ideológico liberal preexistente, recogido y acomodado por intelectuales como Domingo Faustino Sarmiento, pase a ser la piedra basal sobre la que afirmar el Estado nacional.  




			Un episodio crucial en esta transición hacia el pleno estado nacional tiene lugar en la batalla de Caseros, en la que el gobernador de la provincia argentina de Entre Ríos, Justo José de Urquiza, derrota a Juan Manuel de Rosas, el dictador federal que llevaba un cuarto de siglo al frente de la gobernación de Buenos Aires, e impulsa la Constitución argentina de 1853. El paradigma civilizador del unitarismo parece imponerse a la barbarie de los caudillos federales. El conflicto por el control de las rentas de aduana asociadas a la gestión del puerto bonaerense reactivó las hostilidades entre las nuevas autoridades federales y la capital. En 1861, las tropas porteñas, dirigidas por Bartolomé Mitre, triunfaron en la batalla de Pavón y permitieron el acceso de Mitre a la presidencia de la nación. Durante su mandato, entre 1862 y 1868, así como en el posterior de Sarmiento, se creó un sistema jurídico, un sistema fiscal y un ejército de carácter nacional. Al tiempo que se articulaba el mercado interior, mediante el establecimiento del ferrocarril, y se conectaba a éste con los circuitos internacionales de exportación de lanas. 




			Las tensiones entre federales y unitarios tuvieron su reflejo en el conjunto del continente. Así como los conflictos entre conservadores y liberales. Las experiencias fueron plurales. Frente a la estabilidad chilena, marcada por el régimen conservador de Diego Portales entre 1830 y 1860, o la alternancia pacífica de liberales y conservadores en el Brasil de Pedro II (1841-1889), se encuentran las agitadas dinámicas venezolanas, con la persistencia del fenómeno caudillista, o ecuatoriana. En México, tras la caída de Antonio López de Santa Anna, en 1855, se abriría un periodo de transformaciones, conocido como La Reforma. El gran protagonista del momento sería Benito Juárez quien, junto a Miguel Lerdo de Tejada, llevaron a cabo iniciativas legislativas tendentes a suprimir las jurisdicciones especiales, a desamortizar los bienes eclesiásticos; a limitar, en suma, el poder del Ejército y la Iglesia, la cual protagonizará diversos episodios de resistencia, y asumir una perspectiva tendencialmente democratizadora y laicista. Junto a la dimensión liberalizadora de las medidas de Juárez planeaba la problemática de la difícil integración de las comunidades indígenas, como tales, en el nuevo universo de los Estados-nación. No resulta excepcional, por ejemplo, la solución ensayada en Perú. En la república andina, el Código Penal de 1824 había establecido tres categorías de individuos: civilizados, semicivilizados y salvajes. Un mecanismo de construcción de la doble alteridad que se proyectará hasta el presente con las leyes de comunidades campesinas y comunidades nativas, que afectan, respectivamente, a la costa y a las regiones de la selva amazónica integradas en la nueva nación. 




			Más allá de las tensiones ideológicas y de intereses sociales, era la propia definición territorial la que estaba en juego. La República de Nueva Granada presentaba, desde sus orígenes, marcadas diferencias regionales. Hasta el punto que la primera Constitución, de 1853, adoptó una estructura federal. Estructura refrendada en la Constitución conservadora de 1858, la de la Confederación Granadina, y la de 1863, la de los Estados Unidos de Colombia. Junto a este tipo de manifestaciones de gestión de la diversidad y de fijación de los límites y fronteras, hubo otras de naturaleza bélica. Las guerras de frontera enfrentaron a México con los Estados Unidos entre 1846 y 1848, la guerra de la Triple Alianza llevó al choque, entre 1865 y 1870, a Paraguay contra el Brasil, Argentina y Uruguay. Todavía en las décadas siguientes vendría la guerra del Pacífico que opondría a Perú y Bolivia contra Chile por el control de la salida al océano. Si el primero de los conflictos amputó, como se ha comentado, buena parte del territorio mexicano, la de la Triple Alianza se centró en el control de las tierras altas de la cuenca de los ríos de la Plata y Paraná. Las polémicas internas en Uruguay entre blancos y colorados —liberales y conservadores, respectivamente— propiciaron las invasiones brasileñas de la república oriental y la respuesta del Paraguay. Este país, potencia regional en el tráfico fluvial de mediados de siglo, liderado por el presidente Francisco Solano López, arremetió contra el Mato Grosso y la provincia argentina de Corrientes. La brutalidad del conflicto, y la resistencia numantina propiciada por Solano frente a los ejércitos coaligados dirigidos por Bartolomé Mitre, acabó desangrando al Paraguay y condicionando gravemente sus perspectivas futuras. 




			



			 






			Dinámicas autóctonas e injerencias imperiales en Asia 




			



			 






			La segunda mitad del siglo XIX estuvo marcada en los principales escenarios de Extremo Oriente por la desigual evolución de las interacciones registradas entre los poderes regionales, China y Japón de manera singular, con las potencias y los modelos de modernización que cuajaban en Occidente. En rigor, aunque hasta el siglo XVIII los desarrollos hubiesen sido relativamente autónomos, la centralidad europea, o si se prefiere, el papel hegemónico de la cultura occidental, resultaba más que discutible: en términos de avance tecnológico, sofisticación de los instrumentos de poder y de articulación político-administrativa e incluso capacidad de presencia en otros escenarios mundiales, civilizaciones como la china habían obtenido resultados espectaculares. Sin embargo, en el primer tercio del siglo XIX, con el proceso de industrialización fabril, así como con el tránsito al liberalismo, los respectivos papeles se vieron reformulados.  




			A principios de la década de 1840, mediante el Tratado de Nankín y tras los primeros conflictos por la entrada de opio procedente de India, Gran Bretaña obtenía del Imperio manchú el derecho a comerciar directamente en cinco puertos. Entre ellos se incluía Shangai, cerca de la desembocadura del río Yang Tsé, la principal vía de entrada comercial al interior del país. Mediante esos mismos acuerdos, el Imperio británico se instalaba en el islote de Hong Kong. Este ejercicio de tutela se vio condicionado a raíz del estallido de la revuelta Taiping. Como en otros escenarios no europeos las metrópolis con aspiraciones expansivas jugaron con vaguedad las diversas cartas que se les presentaban. En este caso, el apoyo a las instituciones imperiales o, alternativamente, a un gobierno, el de los Taiping que, nacido con características de secta religiosa, milenarista y militarista, llegó a controlar el eje del Yang Tsé.  




			Los conflictos, especialmente graves entre 1851 y 1853, y a partir de 1857, concluyeron, en un primer momento, con el tratado de Pekín de octubre de 1860. Un acuerdo que garantizaba el papel de comerciantes y ejércitos extranjeros. El último episodio de esta larga ristra de choques acaeció en 1864. Franceses y británicos dejaron atrás las ambigüedades para apoyar los esfuerzos de reconquista de las tropas imperiales. En cualquier caso, el Imperio manchú había salido debilitado fuertemente de la larga crisis y en manos de los intereses exteriores. 




			También la influencia externa aceleró la crisis interna en el Japón. Las presiones favorables a una apertura de los puertos y mercados japoneses, procedentes de Estados Unidos y Rusia, se hicieron particularmente intensas a partir de 1853 con el episodio inesperado de la entrada de la flota dirigida por el comodoro Perry en la bahía de Yedo. El shogunato Tokugawa, afectado por la actividad confrontada de clanes rivales y las exigencias de los samurais, se hallaba en unas circunstancias de debilidad. Será esa flaqueza la que lleva al shogún Iesada a firmar, en 1854, un tratado comercial con los Estados Unidos. En los años siguientes los tratados se generalizaron con otros países occidentales. El incremento de este tipo de relaciones favoreció una percepción conflictiva de las civilizaciones en contacto. Lo que para los occidentales era una civilización atrasada, constituía, para los mismos japoneses, una cultura elaborada, ajustada a reglas seculares y orgullosa de su singularidad. Por lo demás, la práctica totalidad de los tratados, debido a la disparidad en la capacidad militar y tecnológica de los actores en presencia, resultaban onerosos para el Japón. Al mantenimiento de bajos aranceles para la entrada de productos importados, y al mismo hecho que dichas tarifas sólo fuesen revisables con el consentimiento de las potencias exteriores, se sumaba el principio de extraterritorialidad: los europeos y americanos residentes en Japón no estaban sujetos a las leyes interiores sino a los de los consulados nacionales radicados en el país. La medida nacía de la radical desconfianza de los Estados occidentales en la capacidad jurídica y policial de sociedades como la china o la japonesa para garantizar los derechos de propiedad o de seguridad personal. En definitiva, de su percepción como Estados no completos, no ajustados a los procesos modernizadores articulados desde una perspectiva liberal. El trato que implicaba una política de esta naturaleza activó, desde mediados de la década de los cincuenta, las protestas antioccidentales. En 1862 los británicos, con total impunidad, bombardearon la ciudad de Kagashima como represalia por la muerte de un inglés. La presencia de las fuerzas occidentales era, ya a esta altura, un hecho absolutamente consumado. 




			La defensa de la independencia nacional, frente a las potencias extranjeras, representó un desafío para el régimen feudal de los Shogunes y activó su rápida transformación en un estado moderno. A diferencia de lo ocurrido en Occidente, la respuesta a los nuevos retos se concretó en la formación de un Estado absoluto y oligárquico, en la restauración, desde arriba, del régimen imperial contra el poder shogunal. En 1868, con el traspaso del poder estatal del shogún al emperador, se visualizó la Restauración Meijí; punto de partida de un proceso político, económico y social que, tras un década de disturbios y revueltas provinciales, condujo a la modernización del aparato del Estado y a la unidad nacional. 




			En suma, las sociedades china y japonesa pudieron establecer, en relación a las potencias occidentales, un juego de equilibrios, concesiones y resistencias, desde unas indiscutibles dosis de autonomía política. Bien distinta sería la deriva de otras sociedades asiáticas. En 1849, tras la incorporación del Punjab, la dominación inglesa alcanzaba prácticamente la totalidad de la India. La revuelta de 1857 a 1858, iniciada con el motín de los cipayos, puso, sin embargo, de manifiesto las debilidades de la administración colonial y el rechazo popular a una presencia que comportaba la ruina de la manufactura algodonera autóctona y no pocas tensiones rurales derivadas de la atribución de la propiedad de la tierra a los recaudadores del impuesto territorial. Tras dominar la revuelta, las autoridades imperiales, adoptaron una serie de iniciativas tendentes a establecer complicidades con la sociedad autóctona. Así, la Compañía de las Indias Orientales fue disuelta y el gobernador general o virrey pasó a depender directamente del gobierno londinense; se reorganizó el Ejército; se impulsaron obras públicas y el fomento de las redes ferroviarias, y se fundaron, entre otras, las universidades de Calcuta, Bombay o Lahore. En las décadas siguientes la India continuó siendo un mercado fundamental para la industria británica así como un proveedor básico de primeras materias y productos de consumo. Junto al algodón y el yute, la caña de azúcar y el café, el opio, orientado a los mercados orientales y, en particular a China, no dejaba de expandirse. Esa propagación se produjo en detrimento del cultivo de cereales, lo que redundó en la continuidad de las hambrunas. Alternativamente, la unificación administrativa, así como la difusión de la cultura occidental, no fueron ajenas a la formación de una conciencia nacional que permitiría la aparición del Congreso Nacional Indio (CNI) en 1885. Esta plataforma, reunida anualmente con el visto bueno de las autoridades coloniales, agrupaba intelectuales hindúes y musulmanes. Todavía no habían cuajado las fracturas internas de orden étnico y religioso. Y, en sus primeros años, se circunscribió a reclamar reformas moderadas que permitiesen el acceso de la población autóctona a los altos cargos de la administración colonial, la implantación de libertades de reunión, expresión y prensa, o la igualdad jurídica de los naturales del subcontinente. Por contenida que fuese, la estrategia del CNI acabaría siendo modélica para las diversas sociedades que, a lo largo del siglo XX, impugnarían la dominación colonial europea. 




			Junto a los británicos y a la tradicional presencia de holandeses y portugueses, los países asiáticos recibieron, a mediados de siglo XIX, el impacto del expansionismo francés. En 1858 Napoleón III procuró, mediante la expedición comandada por el almirante Charles Rigault de Genouilly, la ocupación de Saigón y la Cochinchina. La campaña propiamente militar se cerraría en 1862 con la firma de un tratado que sometía la mitad del territorio annamita a la condición colonial. A renglón seguido, en 1873, una nueva campaña de ocupación, ésta ya obra de los equipos dirigentes de la III.ª República francesa, conminó al emperador Tu Duc a reconocer el protectorado francés sobre Annam y Tonquín (1874). A la larga, junto a Laos y Camboya, Vietnam formaría la Indochina francesa. Aun respetando formalmente la autoridad real y de manera progresiva, la legislación, el Poder Judicial, el mando militar y la recaudación de impuestos fueron ejercidos, en Vietnam, por funcionarios franceses, con exclusión de la población local, y dirigidos por un gobernador general.  




			Como en India, la administración colonial fomentó las obras públicas y la red de comunicaciones. De la misma manera que se redefinían los procesos productivos en razón de los intereses metropolitanos: la ampliación de los arrozales o la intensificación de la producción minera (en especial el carbón de Tonquín), vinieron acompañadas de la introducción del cultivo del caucho o el desarrollo de la industria textil urbana. La nueva economía alteró las bases de funcionamiento y cohesión de la sociedad tradicional. Las posibilidades de respuesta, por el momento, eran menores. 




			La década de 1860 había dejado establecido, a grandes rasgos, el modelo de Estado dominante en Europa, América y, por extensión, Asia. Las unificaciones de Alemania e Italia, la reorganización del Imperio de los Habsburgo, la Guerra Civil en los Estados Unidos, el establecimiento de Canadá, la estabilización de Argentina y México, hicieron que los años 1870 dejaran atrás la problemática definición de las bases de legitimación de las modernas naciones liberales. Éstas, en cualquier caso, se hallarían en disposición desigual de cara a afrontar los retos del futuro inmediato, aquéllos que se presentarían en forma de tensiones derivadas de las nuevas transformaciones sociales asociadas a la segunda gran oleada industrializadora, de la competencia en la carrera imperialista y de las exigencias de intervención en el diseño de las políticas generales por parte de las clases medias y de los sectores populares. Al fin y al cabo, en las metrópolis europeas o en los Estados americanos los niveles de control alcanzados por las elites rectoras sobre el conjunto de la estructura social resultaron ser precarios hasta bien entrado el siglo XIX, mientras que en los espacios no europeos aquel dominio era todavía más lato, condicionado a múltiples dinámicas locales y compromisos que sólo el imperialismo maduro de finales de siglo podrá cambiar en provecho de los imperios coloniales. 




			



	    


	 	

	    

            



			 






			LAS TENSIONES DEL CRECIMIENTO (1870-1890)  
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			El Estado, dique de contención, promotor del bienestar y creador de naciones 




			



			 






			A lo largo de los decenios centrales del siglo XIX el pujante Estado-nación occidental se arrogó, con creciente eficacia, las tareas relativas al mantenimiento del orden y al cumplimiento de la ley. En sintonía con el papel que el proyecto liberal le tenía reservado, los Estados procedieron al sostenimiento del Ejército y de las fuerzas encargadas del orden público. Con ello, así como mediante la administración de Justicia, habilitaban un baluarte eficaz frente a las amenazas exteriores y ante las hipotéticas fuentes de desestabilización interior: desde la criminalidad a la agitación social, con unos confines en ocasiones muy tenues para los espectadores de la época, pasando por la conspiración política. En parte por la incipiente emergencia de realidades sociales que atemorizaban a los elementos de orden, en parte por las exigencias de la racionalidad económica inherente al mercado capitalista, esos mismos Estados se comprometieron en la regulación del comercio internacional y el fomento de las comunicaciones nacionales, así como en diversas iniciativas de beneficencia, asistenciales o educativas —aunque, todavía por aquel entonces, con la competencia nada desdeñable en términos cualitativos y cuantitativos, de las iglesias y otras entidades privadas dedicadas a la filantropía. 




			Los años 1870 marcarían, en este orden de cosas, un punto de inflexión. Desde ese momento y hasta finales de siglo, la naturaleza y las dimensiones de la intervención estatal se vieron alteradas. La problemática transición hacia horizontes de participación democrática exigía, como contrapartida, la nacionalización de las masas: asegurar su lealtad al Estado —entendido como marco institucional y como agregación de ciudadanos—, hacerlo, si resultaba necesario, en competencia con las iglesias o las identidades precedentes, y lograrlo satisfaciendo, por el camino, algunas de las demandas de bienestar más elementales. Dichas demandas acabaron por adoptar la forma de expectativas ineluctables asociadas al crecimiento de la población, la extensión de la industria y el desarrollo de las ciudades. La sanidad, la planificación urbana, la vivienda y la enseñanza fueron algunos de los ámbitos en los que la iniciativa pública tendía, de manera desigual según la capacidad de los Estados, a hacerse presente. En ciertos países llegó a explorarse, incluso, la intervención de los poderes públicos en las relaciones laborales, bien como mediadores activos en los conflictos entre capital y trabajo, bien como legisladores atentos a la mejora de las condiciones laborales e inspectores de las mismas. Las repuestas a pulsiones externas, o la vocación por la reforma, no fueron las únicas razones que propiciaron la alteración del papel del Estado. De manera autónoma, como tendría ocasión de analizar la sociología coetánea, la burocracia existente disponía de una lógica interna que la llevaba a dilatarse numéricamente y a ocupar, en la medida que le era posible, diferentes e inéditos espacios de intervención.  




			Con certeza puede argüirse que hubo excepciones. Algunas, en la misma Europa, a causa de las debilidades, en absoluto pretendidas, de las propias instancias estatales. En definitiva, no siempre el desarrollo institucional de los Estados encajaba con el tipo ideal anotado. El atraso o la incompetencia aparecían como justificaciones para esas salvedades. Por lo demás, y aquí no cabría hablar de excepciones, sino de norma, el grueso de las sociedades africanas y asiáticas siguieron con sus respectivas dinámicas de articulación política y socioeconómica hasta el momento en el que se produjo el impacto de la actividad imperial. Finalmente, puede aducirse la circunstancia, bien distinta, del modelo alternativo que cuaja en esos años en los Estados Unidos de América. El éxito norteamericano, en términos de crecimiento económico y de movilidad social ascendente, de prosperidad material y de libertades cívicas, será presentado, ante todo, como el triunfo de la iniciativa privada, la recompensa obtenida gracias al vigor de una sociedad civil sostenida por un espíritu empresarial que hacía de la maximización de beneficios y de la lucha por los mercados, los valores esenciales de una sociedad abierta al mérito, competitiva y dinámica. En el último tercio del siglo XIX, los gobiernos norteamericanos se limitaron, por lo general, a implementar una política arancelaria proteccionista y a aprobar una legislación que favoreciera, de forma genérica, a los intereses empresariales. 




			En términos ideológicos, el liberalismo democrático, por no hablar del republicanismo o, incluso, del radicalismo popular, operaron como coartadas que justificaban el cariz que en Europa adoptaba el combate por la libertad y el derecho. Ahora se hacía más habitual el recurso a la idea de libertad positiva. Este concepto dejaba atrás el principio del laissez faire, abstencionista en relación al papel del Estado en materia social y económica, en favor de una noción utilitaria que combinaba el ideal de no dominación con la capacidad de aquél de intervenir para el logro del bien común. El Estado pasó a considerarse un instrumento que podía contribuir a dignificar la vida de la ciudadanía. Asimismo, a través de la educación y de la invención de rituales —desde la fijación de calendarios y panteones nacionales hasta la política simbólica de ocupación, mediante esculturas y monumentos, de la plaza pública— las instituciones centrales podían avanzar en la transformación —según la conocida expresión de Eugen Weber— de campesinos a franceses… o italianos, alemanes…  




			El crecimiento de la actividad estatal —con la inevitable expansión de las burocracias en todos los niveles de la Administración, desde el municipal al estatal pasando por el provincial o regional— tuvo su correlato en la evolución del gasto público. Hasta 1870 la estabilidad había presidido, en términos generales, el dispendio que suponía el gobierno. A partir de ese momento, países como la Gran Bretaña o Alemania vieron pasar la proporción del gasto público sobre la renta nacional desde el 9 o el 10 % hasta el 13 y el 15 % al acabar el siglo. Algo más tímido fue el cambio registrado en Francia y algunos Estados centroeuropeos. La excepción la constituyeron Italia y España, con un gasto público menor en 1900 que en 1880. Este dato, junto al de la composición del gasto, ha sido aducido como indicador del desigual proceso de modernización y el subsiguiente estatus de atraso, en el seno de la Europa occidental y mediterránea. Las inversiones en Defensa, junto al pago de la deuda, continuaron engullendo el grueso de los recursos públicos; pero, mientras en los primeros Estados el porcentaje de esas partidas se reducía en beneficio del gasto social o educativo, en Italia y España, el aumento del desembolso público fue absorbido casi exclusivamente por las partidas tradicionales. 




			El aumento de la presencia del Estado, perceptible en casi todos los ámbitos de la vida social y cultural, económica y política, no acabó con las tensiones propias de las sociedades contemporáneas. En cualquier caso, las características y los límites de esas lógicas de control y mediación dotaron de una nueva dimensión tanto las relaciones de Occidente con el resto del mundo, como las evoluciones intrínsecas en el seno de la comunidad de Estados liberales y en el interior de cada uno de ellos. 




			



			 






			Más allá del Estado, el Imperio 




			



			 






			La predisposición estratégica de los poderes estatales más desarrollados, en términos comparativos de orden económico o de potencia militar, a expandir su ámbito de influencia allende los estrechos límites fronterizos sobre los que operan en origen, forma parte de la historia de la humanidad. En cualquier caso, el proceso imperial vivido en el último cuarto del siglo XIX, por su alcance geográfico y por la complejidad de sus estrategias, presentó notables singularidades. Hasta el punto de posibilitar, gracias a estudios como los del economista británico John A. Hobson en los años interseculares, que se diese un sentido nuevo y preciso, al concepto de imperialismo.  




			Los motores de una empresa que acabaría cambiando el mundo fueron diversos. Por un lado, la coyuntura económica, marcada por la crisis de 1873, inclinó a las naciones occidentales a adoptar políticas proteccionistas. A su vez, éstas abocaron a las economías capitalistas a la exploración de mercados que no estuviesen protegidos por altas barreras aduaneras. La búsqueda de materias primas para la industria contribuye así a la llegada de empresarios belgas, británicos, holandeses o franceses a las minas y plantaciones del Congo, en el corazón de África, o a Insulindia, en Extremo Oriente. Es el mundo entero el objeto de la codicia, o el interés, del capital occidental. Sin duda, los avances tecnológicos registrados a mediados de siglo, con la navegación a vapor en lugar señalado, constituyeron una condición previa. Del mismo modo que las dinámicas migratorias, en respuesta a la fuerte presión demográfica interior y canalizada por las compañías de navegación transatlántica, actuaron como acicate. Así, por ejemplo, la crisis económica británica de 1882, en la que confluyen años de malas cosechas y la competencia de los productos baratos procedentes de Estados Unidos y Alemania, obligará a muchos ingleses a buscar fortuna lejos de la metrópoli. De 200.000 a 300.000 individuos al año salen hacia Estados Unidos y, preferentemente, hacia las colonias. Si, como hemos comentado, en el interior de los Estados las burocracias se mostraban expansivas, no es menos cierto que en los espacios imperiales la preexistencia de colonias de población blanca estimulaba la expansión: los colonos de Nueva Zelanda presionan sobre Londres para la adquisición de las islas vecinas mientras los franceses de Argelia juegan un papel similar respecto de la conquista del sur de Marruecos. 




			Para las metrópolis, las razones de orden político interior eran evidentes. La Francia de la III.ª República necesitaba hacer olvidar la vergüenza nacional de la derrota de 1870. Alemania reclamaba una presencia africana para reafirmar su condición de potencia europea. Las preocupaciones estratégicas determinaban las líneas marítimas del Imperio británico y estarán presentes en el reparto de África. Años más tarde, la España derrotada en 1898 en las Antillas y en el Pacífico, pasa a mostrar una mayor preocupación por el norte de África. Los grupos de presión favorables a la colonización serán, en todos los casos, numerosos y muy activos. Su nómina incluye desde las sociedades geográficas hasta las empresas misioneras, tanto católicas como protestantes. Grupos empresariales y financieros ven en otros continentes un espacio de inversión para sus capitales. Allí podrán disponer de materias primeras y de nuevos mercados. Los gobiernos tendrán que recurrir a ellos para tender las redes de ferrocarril, modernizar las instalaciones portuarias, o, simplemente, para disponer de fondos con los que acometer las tareas de conquista y subsiguiente organización administrativa.  




			Las asociaciones favorables a la colonización contarán con el respaldo de escritores y científicos que pregonan la conveniencia de llevar a los pueblos atrasados las excelencias de la educación y los transportes, la higiene y la sanidad, la arquitectura y el urbanismo, propias de la civilización occidental. Cabe recordar, en este orden de cosas, que, a lo largo de la segunda mitad del siglo XIX, el concepto de raza ejerció un significativo papel tanto en el pensamiento científico e intelectual como en las extendidas percepciones populares. Éstas aceptaban, como buena parte de las elites rectoras, el principio de la desigualdad inherente a las razas. En este contexto, las resistencias fueron, como cabía esperar, menores que los entusiasmos. A la oposición de partes del movimiento socialista habría que añadir las primeras iniciativas nacionalistas que ponían en evidencia los abusos coloniales o las escasas voces occidentales que apuntaban en la misma dirección. Al fin y al cabo, Karl Marx, en ese fértil periodo de su actividad intelectual que abarca los años 1853 a 1859, y que tiene su culminación primera en la Contribución a la crítica de la economía política, había retomado las enseñanzas de Adam Smith y de G. W. F. Hegel a propósito del despotismo asiático, para concluir que, en India y por extensión en Oriente, el Estado no era tal; que, por lo demás, operaba sobre un océano infinito de sociedades campesinas, inmóviles, sin capacidad de evolución, y que la ciudad y el comercio resultaban, en ese escenario asiático, contingentes, incapaces de alterar el funcionamiento global de dichas sociedades. Sociedades, en suma, situadas al margen de la única lógica de progreso que encajaba entre los múltiples herederos de la tradición ilustrada. 




			Al margen de las plurales coberturas ideológicas que acompañan al proceso de expansión europea —conviene retener las proporcionadas por el positivismo y el darwinismo social— y asumiendo la funcionalidad interna de las empresas exteriores —cohesión interna, aumento del patriotismo (Gladstone afirmará en 1878 que el sentimiento de Imperio podía considerarse innato a cada británico)—, las motivaciones de la expansión fueron de tipo económico, político y diplomático. En última instancia, tocaría hablar, pues, de razones de poder. El alcanzar el rango de potencia colonial colocaba a la metrópoli en cuestión en una esfera privilegiada dentro del sistema de relaciones internacionales y en un árbitro incontestable en la resolución de conflictos. En suma, los congresos interestatales, tratasen o no de asuntos relativos al imperialismo, atribuían una voz preponderante a los representantes que intervenían no ya en nombre de una nación sino de un Imperio con proyección en diversos continentes. Londres, París, o Berlín, desde el momento en el que Alemania se convierte en potencia colonial, gozaban de un mayor protagonismo frente a aquellas capitales, como Roma o Madrid, que no administraban colonias o que habían perdido posiciones en la carrera imperial.  




			Por lo demás, y como se ha anotado en el capítulo precedente en relación a los contactos entre Occidente y Japón, el imperialismo de las potencias europeas, particularmente en África, se presentó en numerosas ocasiones como una tentativa por ocupar y normalizar, según los parámetros del sistema europeo, esos territorios. En primer lugar, ello afectó a regiones en las que, a mediados de siglo XIX, continuaban presentes problemas de secular origen europeo, pero que habían devenido intolerables para la conciencia occidental, como el ilegalizado tráfico de esclavos. Más allá de las demostraciones de buena conciencia, el concepto de estandarización podría encubrir la presencia en áreas del planeta en las que era imprescindible implantar la noción vigente en los considerados como Estados civilizados a propósito de la libre circulación de personas, bienes e ideas. Comerciantes, navieros, colonos y misioneros tenían asegurada, mediante la presencia militar y el dominio administrativo de sus metrópolis de origen, dichos derechos y libertades. La expansión continuaría por Asia, con regulaciones de nuevo tipo en la India, y alcanzaría, a través de políticas agresivas, a los imperios de la China y Annam. Poco importa que los resultados no siempre respondiesen a esa primera motivación. Lo cierto es que un nuevo tipo de esclavismo se extendió en las posesiones portuguesas o en el Congo, mientras que China había de afrontar el duro impacto de la protección británica al comercio de exportación del opio. En clave diversa, aunque en estrecha relación con la lógica de definición de áreas de influencia mundial, habría que recordar que, mediante una retórica antiimperialista y hemisférica, los Estados Unidos activarían, a partir de 1889, una serie de Conferencias panamericanas para fomentar, en línea con la doctrina Monroe, la unidad continental. Al fin y al cabo, antes y después de esa fecha se habían sucedido, y se sucederán, las intervenciones y las presiones en Uruguay, Panamá, Nicaragua, República Dominicana, México, Chile y Cuba. 




			



			 






			Una nueva geografía imperial 




			



			 






			La oleada colonizadora de la década de 1870 tuvo sus promotores en el inglés Benjamin Disraeli, el francés Jules Ferry y el rey belga Leopoldo II. Las fricciones territoriales inherentes a un despliegue simultáneo, y la llegada de nuevos competidores, obligarán a la regulación internacional de la expansión colonial. En la conferencia de Berlín (1884-1885) se decidirá que sólo la ocupación efectiva, y no únicamente la instalación en la costa, otorgaban derecho a la posesión de un territorio; esta decisión enmarca la aceleración de la carrera colonizadora con la entrada de Alemania, Italia y otros países no europeos.  




			La expansión imperial británica se sostiene sobre una red de enclaves adquiridos con anterioridad a 1850. Gran Bretaña cuenta con una serie de plazas conquistadas en su mayoría a franceses, holandeses y españoles durante el siglo XVIII y primeras décadas del XIX: Malta, Corfú y las islas Jónicas en el Mediterráneo; Gibraltar, Santa Elena, El Cabo, isla Mauricio, Adén, Ceilán, en la ruta de las Indias; Singapur y Hong Kong en el trayecto a China. Junto a ello dispone de establecimientos comerciales en Sierra Leona y Gambia, antiguos centros de la abolida trata de esclavos. También hay que reseñar las colonias de plantación en las Antillas, Honduras y Guayana, así como las de poblamiento en Canadá, Australia, Nueva Zelanda y la inestable, por los continuos enfrentamientos con los boers, África del Sur. Finalmente, contaba con una colonia de explotación, la India, administrada desde 1777 por la Compañía de las Indias Orientales. De hecho, India devendrá, con sus casi cinco millones de km2 y sus 300 millones de habitantes, el eje del Imperio. Iniciativas como la compra, en 1875, por parte del gobierno Disraeli, de un gran paquete de acciones de la compañía del canal de Suez, así como el establecimiento de protectorados en los colindantes territorios de Cachemira, Beluchistán y Afganistán, responderán a la necesidad de conferirle seguridad frente a las hipotéticas ambiciones de otras potencias europeas. 




			Los vastos dominios británicos, que en el cambio de siglo se estimarán en 33 millones de km2 y 450 millones de habitantes —la cuarta parte de la población mundial—, serán administrados como dominios o como colonias. Los primeros —Canadá, Australia, Nueva Zelanda o Sudáfrica—, gozaban de amplia autonomía y disponían de instituciones de Gobierno, parlamentarias, y de juegos de partidos, semejantes a las inglesas. El primer ensayo tuvo lugar en Canadá, con el establecimiento del dominio correspondiente como una federación autónoma de cuatro provincias. En el conjunto de los dominios, un gobernador general representaba al rey y la política exterior estaba controlada por la metrópoli, pero ésta trataba de armonizar los intereses de estos territorios con los propios, por medio de las Conferencias Imperiales, convocadas de manera regular a partir de 1887.  




			La estructura del Imperio, improvisada más que diseñada con antelación, era, en la práctica, federal. África del Sur supuso en esos años, el caso más complicado. Gran Bretaña ya había intentado anexionarse el Transvaal en 1877, aunque entonces tuvo que ceder y reconocer su independencia tras el primer levantamiento de los boers en 1880-1881. Los ingleses veían en dicha república así como en el Estado Libre de Orange —el otro gran enclave boer, es decir, de agricultores puritanos descendientes de holandeses ajenos a la lógica del capitalismo imperial— una amenaza a sus posiciones en África del Sur. Por lo demás, el descubrimiento de abundantes recursos de diamantes y oro, cerca de Johannesburgo en 1886, atraerá a los ingleses desde sus posiciones costeras en El Cabo y Natal hacia el interior, donde viven diversas comunidades indígenas así como boers. Los boers verán bloqueadas sus esperanzas hegemónicas con la anexión inglesa, hacia 1880, de Basutolandia y Swazilandia. Tras la incorporación, por iniciativa de Disraeli, de los Estados boers, una revuelta obliga a los británicos a abandonarlos. El cerco lo completa Cecil Rhodes, quien soñaba con un eje británico que uniese El Cabo a El Cairo, al conquistar Bechuanalandia y Rhodesia. El conflicto se reactivará a finales de siglo con una nueva guerra boer, que conmueve  a la opinión internacional por la desigualdad de fuerzas en combate pero, sobre todo, por tratarse de un conflicto entre blancos. 




			Las colonias de explotación, en India y África, carecen de la autonomía política de los dominios. En India, desde mediados de siglo, la administración de la Compañía de las Indias es sustituida por la gestión directa de la metrópoli. Organizado como Virreinato desde 1876, el Raj británico comprendía trece provincias (el 60 por 100 del territorio) pero excluía a unos 700 principados, regidos por mandatarios tradicionales que se vinculaban por distintos tipos de pacto al Virrey y a la Corona británica. La India, artífice de su proceso de crecimiento económico y de una variante propia de protoindustrialización, pasa a suministrar a Gran Bretaña algodón, yute, trigo, aceites, té y algunos minerales. La desarticulación de las formas autóctonas de regulación social no es ajena al aumento de las hambrunas y a la ruina del artesanado indígena. Ambos fenómenos se hallan tras la lenta emergencia de un movimiento nacionalista, del que será un primer exponente la revuelta de los cipayos en 1859, que tardó dos años en ser dominada, en el sur de la India. En 1877, culminando un proceso de construcción de legitimidades imperiales, la reina Victoria será proclamada emperatriz de la India. Ocho años después nace un partido político nacionalista, el Congreso Nacional Indio, que aparecerá como modelo para ulteriores respuestas emancipadoras en las colonias, y que exige la conversión del país en dominio, tomando como modelo a Canadá. Inglaterra se resistió a perder el control de un territorio cuya economía suponía tanto para su industria, pero concedió a líderes autóctonos la administración local contribuyendo a la prosperidad comercial de ciudades, como Bombay y Calcuta. 




			La expansión francesa se orientó, en primer lugar, al control del África mediterránea. Argelia era la zona de colonización a la que emigraban las familias francesas y Túnez un espacio de penetración finisecular —los tratados del Bardo (1881) y de La Marsa (1883) pasan de la ocupación militar temporal a la plena tutela—, mientras que la importancia estratégica de Suez les llevó a inaugurar, en 1869, el canal proyectado por el ingeniero Ferdinand de Lesseps. La presencia militar inglesa en Suez se promueve cuando, en 1878, Egipto deja de pagar los intereses de las acciones inglesas y francesas del Canal y confía la gestión de sus finanzas a ambas potencias europeas. La réplica autóctona, en forma de las agitaciones nacionalistas, provocará una matanza de europeos en Alejandría, ocasión aprovechada por Londres para ordenar el desembarco y la ocupación militar del país. Con posterioridad, los ataques sudaneses, presididos por la sublevación de El Mahdi en octubre de 1883, precipitaron el avance británico hacia el sur, a lo largo del valle del Nilo, hasta la ocupación de Jartum y el episodio, impactante para la opinión pública británica, de la muerte del general Gordon en enero de 1885.  




			Junto al espacio mediterráneo y las posesiones africanas, los franceses se establecieron en el Sudeste asiático, en la colonia del delta del Mekong —Cochinchina— y el protectorado en el reino de Camboya. Desde 1873 la República, liderada por Ferry, Gambetta y Delcassé, parte de Cochinchina, remonta el Mekong y busca una vía de penetración hacia China. Ocupan Annam, Tonkín y Laos. La tercera gran pieza del primer Imperio Francés será la extensa isla de Madagascar, ocupada tras la intervención de 1883. Al lado de estas dos grandes estructuras imperiales, el mundo de finales del siglo XIX sería testigo de la continuidad de viejas potencias coloniales, como Holanda o Portugal, y de la emergencia de nuevas: la presión de los comerciantes alemanes contribuyó al viraje de la política colonial de Bismarck, quien, en el Congreso de Berlín, maniobró para conseguir reservas en el África oriental. La transformación del conjunto de este continente fue, sin duda, el dato más espectacular, en términos geográficos, del nuevo imperialismo. La ocupación inicial de la costa dejó paso, tras el acuerdo europeo sobre la preeminencia del hecho colonizador sobre el mero descubrimiento, a la penetración hacia el interior recorriendo los valles de los ríos Nilo, Níger y Congo. 




			A lo largo de esta última vía fluvial se expansionan los belgas, herederos de los derechos de la sociedad internacional —presidida por el rey Leopoldo II— que ha explorado la zona. Los franceses remontarán sin mayores obstáculos el Senegal, mientras los ingleses proceden de manera similar en el Níger. En la orilla derecha del Congo se han establecido los franceses, mientras que en su desembocadura los portugueses gestionan el enclave de Cabinda. La complejidad de la colonización en el Congo se halla en el origen de la convocatoria del Congreso de Berlín. Tras el Congreso, Francia articulará administrativamente su área de influencia bajo la denominación de África Occidental Francesa. En las costas orientales del continente, el dinamismo alemán —a través de la Compañía Alemana del África Oriental— se verá compensado por el interés de la Gran Bretaña por asegurarse el control de los puertos de Mombasa y Zanzíbar, y, con estos enclaves, las comunicaciones con la India. A partir de 1887, con la llegada de Francesco Crispi al gobierno, Italia se sumará a la competencia con sus campañas sucesivas, no siempre exitosas, en Eritrea, Somalia y Etiopía. 




			Los últimos capítulos de la ocupación se escribieron en los cruces de caminos que visualizaron el choque de los diversos proyectos expansivos europeos en África. La debacle francesa en Fachoda, en el Sudán, permitirá a los ingleses el control del valle del Nilo y la constitución de un imperio casi continuo, Norte-Sur, como soñaba Cecil Rhodes, de El Cairo a El Cabo, únicamente interrumpido por el África Oriental Alemana. Los portugueses se han establecido en Angola y Mozambique, pero no han podido unir ambas costas mediante rutas terrestres, por la presencia inglesa en Rhodesia. El eje luso Oeste-Este queda bloqueado por la preeminencia británica. 




			



			 






			La Guerra franco-prusiana y la Comuna 




			



			 






			Europa, y por extensión, el Occidente del último cuarto del siglo XIX, se definía a sí misma mediante ese, por entonces, favorecedor juego de espejos cimentado en la expansión imperial. Más necesario si cabe era ese explicarse gracias al florecimiento colonial dado que el escenario original, el metropolitano, había entrado en los años setenta afrontando graves dificultades internas. Su aspecto era imperfecto. Los choques entre los Estados, así como las fracturas sociales en el interior de las naciones amenazaban las bases del progreso material y de la estabilidad institucional. Frente a estas convulsiones, abordadas en el presente apartado, se implementaron complejas estrategias, al mismo tiempo represivas y democratizadoras, o, si se prefiere, por usar términos muy caros al positivismo del momento, de orden y progreso.  




			Francia, el foco originario de la libertad revolucionaria desde principios de siglo, nos procura un ejemplo acabado de esa coyuntura crítica. El 8 de mayo de 1870, el gobierno encabezado por Émile Ollivier llevaba a cabo una consulta popular, un plebiscito destinado a ratificar las reformas liberales con las que se quería ampliar la base social que asentaba el imperio bonapartista. Los resultados, aun teniendo en cuenta las diversas modalidades de alteración y manipulación del sufragio, fueron concluyentes: 7.350.000 votos favorables a las reformas, frente a 1.540.000 de contrarios y 1.900.000 abstenciones. Aparentemente, el Imperio mostraba buenas dosis de vitalidad, capacidad de iniciativa para consagrar el derecho parlamentario y deseos de organizar la vida política mediante un sistema de equilibrio de poderes.  




			Con todo, las tensiones internas lastraban el empeño bonapartista. Unas tensiones que, convenientemente activadas por un detonante exterior, acabarían llevando a la caída del Imperio e, incluso, la eclosión de la Comuna. Agravando algunos rasgos insinuados entre febrero y julio de 1848, ésta aparece como una variante de la nueva guerra civil que amenaza a la vieja Europa: la guerra de clases. Vacante el trono de España tras la revolución de septiembre de 1868, los diputados constituyentes reunidos en Madrid ofrecieron la corona hispánica, entre otros, a Leopoldo de Hohenzollern. La autorización del rey de Prusia al pretendiente suponía una amenaza para Francia. Ésta, en caso de hacerse efectiva la propuesta, quedaría atenazada, geográfica y diplomáticamente, entre dos monarquías de obediencia germánica. Especialmente beligerante se mostró la camarilla que rodeaba a Eugenia de Montijo. Católica y española, la esposa del emperador encabezaba la facción cortesana opuesta a las reformas y partidaria del restablecimiento de la plena potestad imperial. La perspectiva de una guerra no resultaba incómoda para quienes la contemplaban como un medio de afianzar la disciplina social y anular a la beligerante oposición. Todo ello en nombre del principio superior de la defensa nacional.  




			Las presiones galas hicieron renunciar a Leopoldo y, aunque Guillermo I parecía dar su aquiescencia en un encuentro con los embajadores franceses, el canciller Bismarck, atento a cualquier posibilidad de forjar nación por la vía de la movilización militar, presentó la demanda de Francia como una intemperancia. El tono de confrontación se recrudece en el denominado despacho de Ems. Éste, conocido en París, el 14 de julio llevará a Ollivier a hacer aprobar, al día siguiente, unos créditos militares específicos por parte de la Cámara de Representantes. Es el gesto que anuncia el estallido de la guerra. La posibilidad de evolución de la Francia imperial hacia una democracia liberal queda en el alero. 




			La suerte de la armada francesa no fue exitosa. Las reformas militares diseñadas por el general Niel, en 1867, habían sido revisadas a la baja y la entrada en guerra tenía lugar en medio de una axiomática inferioridad francesa. Así, el 1 de septiembre de 1870 el ejército de Mac-Mahon es rodeado por las tropas del conde von Moltke en Sedán. La capitulación militar da paso a una convulsa dinámica política con el trasfondo del sitio de París por las armas prusianas: iniciado el 19 de septiembre, tras el fracaso de las negociaciones, el asedio se prolongará hasta el 28 de enero del año siguiente. Esos cuatro meses facilitan las condiciones materiales y morales para el desarrollo de grandes revueltas. Entre Sedán y el inicio del asedio, el 4 de septiembre, Léon Gambetta, patriarca republicano, procede a proclamar, en el Ayuntamiento parisino, la República. El propio Gambetta deviene, al ocupar las carteras de Guerra e Interior, el hombre fuerte de un Gobierno provisional que reemplaza a las fracasadas autoridades imperiales. 




			El vacío de poder, una vez excluida la tentación gambettiana consistente en continuar la guerra y establecer una dictadura republicana, da paso a la convocatoria de la Asamblea Nacional. Electa el 8 de febrero, se reúne lejos de París, en Burdeos, y permite la formación de un ministerio encabezado por el veterano liberal Adolphe Thiers. Al fin y al cabo no deja de ser una solución de compromiso. De nuevo los resultados electorales en el conjunto de Francia plasman las diferencias de ritmo presentes en la construcción de la nación liberal. Thiers, jefe del Poder Ejecutivo de la República Francesa, se sostiene sobre una minoría de ochenta diputados de centro y la complicidad de algunos de los cuatrocientos diputados electos monárquicos. Éstos se encuentran escindidos entre los legitimistas borbónicos, partidarios del conde de Chambord, nieto de Carlos X, y los orleanistas favorables a la candidatura del conde de París, nieto de Luis Felipe de Orleáns. El republicanismo más combativo cuenta con una sólida pero limitada minoría de ciento cincuenta parlamentarios.  




			A pesar de la mayoría realista, la presidencia de Thiers descansa en el hecho de haber sido elegido, en lo que se interpretó como una especie de plebiscito nacional, en 27 departamentos. Por el llamado Pacto de Burdeos, el jefe del Ejecutivo se compromete a dedicarse a la reconstrucción del país, sin interferir en la resolución de otras cuestiones, como la propia definición del régimen político. Será precisamente en base a esta enunciación, la republicana, y a la recuperación de los primigenios objetivos revolucionarios y nacionales traicionados por el bonapartismo, que la capital se dispone a resistir. La tensión crece entre el París controlado por una Guardia Nacional, en la que están presentes elementos populares, y un gobierno instalado en Versalles y ocupado en la fijación de las condiciones de la paz con Alemania. Al margen de las compensaciones económicas —unos cinco millones de francos a pagar en tres años— las negociaciones incluyen un punto que visualiza la que era, y será, una de las grandes contradicciones territoriales en la Europa occidental a lo largo de todo un siglo: la cesión de Alsacia y Lorena. Más de siete mil kilómetros cuadrados y un millón y medio de habitantes cambian bruscamente de nacionalidad. La ratificación del tratado por la Asamblea y la entrada de las tropas alemanas serán los preliminares del levantamiento de la Comuna. 




			La negativa de la Guardia Nacional de la ciudad a desarmarse fue la chispa que encendió la Comuna. Para quienes habían defendido la ciudad, y padecidas privaciones e incomodidades durante el asedio, ser desarmado significaba la culminación de la derrota y la capitulación ante una Asamblea que percibían como expresión exclusiva de las provincias y del campo. Por lo demás, y no sólo en Francia, la participación en cuerpos armados había sido, en las dos décadas precedentes y en ausencia o limitación de los derechos electorales, un instrumento de creación de ciudadanía, de pertenencia a un colectivo de individuos libres y autónomos. Su humillación era, pues, una afrenta infringida a la nación y al pueblo. 




			El movimiento comunero integró republicanos y socialistas, viejos jacobinos del 48 y sectores del mundo artesanal y obrero influidos, alternativamente, por Blanqui, Proudhon, Bakunin o Marx. La dualidad comunera se concretó en un reformismo social que llevó al establecimiento de una moratoria en el pago de los alquileres; el propósito de establecer la enseñanza laica, gratuita y obligatoria, y el ideal de organizar la vida económica sobre la asociación de productores, hombres y mujeres. La tradición jacobina retomó, a su vez, la lógica del Comité de Salud Pública, creado el 1 de mayo. Es decir, la cautela, para el triunfo de la revolución, de la necesaria dictadura popular, con sus leyes de rehenes, la persecución de los sacerdotes y el corolario de ejecuciones sumarias. La Comuna sería aplastada por el ejército de Versalles entre el 21 y el 28 de mayo, en la denominada Semana Sangrienta. La desigualdad de fuerzas entre las tropas versallescas y los revolucionarios se vio agravada por las transformaciones en el tejido urbano que significaron las reformas llevadas a cabo, por iniciativa de Napoleón III, por el barón Georges-Eugène de Haussmann, urbanista y prefecto del departamento del Sena. En buena medida, como resultado de esas modificaciones urbanísticas, los barrios parisinos idóneos para la construcción de barricadas habían desaparecido. Unos 25.000 parisinos murieron en las calles, 40.000 fueron arrestados, de los que 10.000 fueron declarados culpables, 5.000 comuneros fueron deportados a Nueva Caledonia; de los 93 condenados a muerte, 23 fueron ejecutados. El recuerdo de la Comuna pasaría a formar parte importante de la cultura obrera, al mismo tiempo que perpetuarían el miedo a la revolución social entre los propietarios franceses. Éstos vieron en la Comuna una genuina lucha de clases. La intuición vendría refrendada por el cálculo de que, con la derrota de la Comuna, París perdió el potencial creativo de casi cien mil trabajadores manuales.  




			



			 






			La III.ª República francesa 




			



			 






			La derrota frente a los ejércitos prusianos reformula el papel de Francia en la Europa del último cuarto de siglo XIX. Aunque los comienzos de la República, en 1870, sean difíciles, una vez estabilizada sus instituciones permanecerán hasta 1940. Thiers suscribe progresivamente el ideario republicano y, entre febrero y julio de 1875, se adoptan los textos legales que definen la organización y el funcionamiento de los poderes. El régimen sólo obtiene su plena legitimidad en las elecciones del 14 y 28 de octubre de 1877, que dan una mayoría republicana en la Cámara de Diputados.  




			La consolidación de la República en estos años fue consecuencia tanto del éxito de Thiers en su gestión, como de la división de los monárquicos. El presidente, persuadido de que «la República será conservadora o no existirá», llevó a cabo las tareas fundamentales de hacer la paz, liberar el país, organizar el Ejército e instaurar el orden —aunque la represión de la Comuna habría de suponer una pesada hipoteca para la República, de cara a su aceptación por el movimiento obrero—. Establecido el orden y descartada, al menos temporalmente, la solución monárquica, el principal objetivo de la Asamblea fue la aprobación de las leyes fundamentales. Esto se hizo en 1875, no mediante un texto constitucional sistemático y estructurado, sino por medio de una serie de leyes relativas a la Presidencia, el Senado y la Cámara de Diputados. Una fórmula que los monárquicos juzgaron adecuada para poder introducir con facilidad las variaciones necesarias, cuando fuera posible la restauración. Por aquel entonces, desde mayo de 1873, ya se hallaba al frente de la República, en lo que era un inequívoco viraje conservador.  




			Bajo la guía sucesiva de Thiers y Mac-Mahon, la República devino parlamentaria y bicameral, no presidencialista. El presidente de la República habría de ser elegido por mayoría absoluta de la Cámara de Diputados y el Senado, reunidos como Asamblea Nacional. El temor a la emergencia de un nuevo Bonaparte, en caso de recurrirse de forma plebiscitaria al voto popular directo, indujo esta solución. A pesar de que los poderes presidenciales no fueran despreciables, la pieza esencial de la III.ª República fue el Parlamento, en especial la Cámara de Diputados. Ésta era elegida por sufragio universal masculino directo, para un plazo de cuatro años. A partir de 1875, la elección se llevó a cabo en distritos uninominales —excepto durante el período 1885-1889, en el que la unidad electoral fue el departamento—. El sistema predominante dio como resultado la continuidad de unos diputados capacitados para interpelar a los ministros y proponer votos de censura. Esto, unido a la generalizada falta de disciplina de voto entre los diputados, favoreció una gran inestabilidad ministerial. El Senado, por último, tenía los mismos poderes que la Cámara de Diputados, aunque su importancia política fuese menor. Era elegido de forma indirecta, por colegios electorales formados por alcaldes y concejales de los departamentos y asambleas regionales. Los senadores eran designados por un plazo de nueve años, renovándose un tercio cada tres años. Inicialmente un cuarto de los senadores fue elegido con carácter vitalicio; a partir de 1884, esta figura desapareció, aunque se respetó el derecho de los ya existentes. En palabras del historiador Maurice Agulhon, «si en 1830, Luis Felipe había sido calificado de rey rodeado de instituciones republicanas, de la misma forma, se podría decir que en 1875, se poseía una República rodeada de instituciones monárquicas, con una presidencia de mandato prolongado y una Cámara alta oligárquica, el Senado».  




			Entre 1875 y 1879, los republicanos ganarían posiciones. Vencieron en las elecciones de 1876 y, después de que Mac-Mahon disolviera la Cámara —acto que los republicanos consideraron un golpe de Estado— en las elecciones de octubre de 1877. Triunfaron también en las elecciones municipales de 1878, lo que supuso que en la renovación del Senado del año siguiente consiguieran la mayoría de la Cámara alta. Esto fue definitivo para forzar la dimisión de Mac-Mahon y la elección de un veterano republicano, Jules Grevy, como presidente de la República. Finalmente, ésta pertenecía a los republicanos. Las instituciones de Gobierno fueron trasladadas de Versalles a París y, al año siguiente, se indultó a los condenados de la Comuna.  




			Desde entonces hasta final de siglo, el movimiento republicano se articuló en diversos ejes. Los principales resultarían ser los oportunistas y los radicales. Los oportunistas, a su vez, estaban divididos en dos grandes grupos liderados por Jules Ferry y Gambetta. Aunque cada uno de los partidos republicanos tenía una significación especial, los límites entre ellos eran imprecisos. Mantuvieron luchas y enfrentamientos, tanto en las elecciones como en el Parlamento, pero todos formaron un frente común en relación a la derecha, a quien consideraban desprovista de legitimidad republicana, en especial a raíz del golpe de Estado de 16 de mayo de 1877, y a la que excluyeron de toda participación. Una posición relativamente semejante, de marginalidad respecto a las instituciones, tuvo el movimiento obrero; al rechazo del orden burgués se sumaba en ellos el recuerdo de la represión de la Comuna. La existencia permanente de estos grupos organizados a derecha e izquierda, contrarios a la República, minoritarios pero con un efectivo arraigo social, con órganos de difusión y voz en el Parlamento, añadió viveza al conflicto político. Junto a la arena política más oficial cuajaba en Francia, como en otras naciones europeas, una esfera participativa situada en sus márgenes pero que interaccionaba con ella y aspiraba a modificarla a través de la acción colectiva. 




			Así, a finales de la década de los setenta y a lo largo de la de 1880, la República procuró asegurarse la fidelidad de la ciudadanía mediante una serie de iniciativas reformistas y laicistas. A las leyes de 1882 y 1885 que instituyen la escuela primaria obligatoria, gratuita y laica, se suman las leyes relativas a la libertad de prensa (1881), la libertad sindical (1884), la reglamentación del trabajo de mujeres y niños (1892) y la libertad de asociación (1901). De hecho, fueron los oportunistas quienes procedieron al establecimiento de la enseñanza primaria hasta los trece años, e hicieron acopio de un conjunto de medidas anticlericales, como la disolución de los jesuitas, la abolición de los capellanes en las fuerzas armadas y la expulsión de las monjas de los hospitales. En aquellos años también se inició la gran expansión colonial francesa. Frente a los oportunistas, los radicales, críticos con los límites de la Constitución de 1875, pedían la total exclusión de la enseñanza de las congregaciones religiosas y la separación absoluta entre la Iglesia y el Estado, en contra del concordato vigente. Igualmente se resistían, sin especial énfasis, a la expansión colonialista en la medida que la consideraban una distracción del principal problema que tenía Francia en política exterior: la revancha contra Alemania. Algunas medidas democratizadoras adoptadas por los oportunistas —desde la supresión de los senadores vitalicios a la vuelta a la legislación electoral propiamente republicana del escrutinio de lista, pasando por la elección de todos los alcaldes, excepto el de París— fueron consecuencia de la presión radical.  




			A la altura de 1890 el balance republicano comenzaba a insinuar lo que constituirían sus grandes logros: la generalización de la escuela, la conversión del Ejército en una escuela de ciudadanía y, en fin, la extensión de la democracia. Las grandes reformas, asociadas a los nombres de Gambetta o Ferry, aparecían, sin embargo, manchadas por la creciente corrupción. Una corrupción derivada de la colusión de la política, las finanzas, los intereses especulativos y un periodismo que, al tiempo que garante de las libertades de expresión, también constituía un altavoz social de los escándalos. Por lo demás, la activación de las crisis anarquistas, con atentados e intentos de magnicidio, promoverán recortes significativos en el marco de derechos alcanzado a mediados de los setenta.  




			



			 






			El riesgo populista 




			



			 






			En la historia de la primera etapa de la III.ª República, un episodio, el del boulangismo, destaca por su carácter crítico, y por poner en evidencia los riesgos y los límites de las dinámicas democratizadoras. El trasfondo que lo activa tendrá que ver con la latente aspiración revanchista que, en relación a Alemania, traspasa el conjunto de la sociedad francesa. También con los efectos que sobre la opinión pública tenían los escándalos financieros asociados a la clase política republicana —el caso más relevante sería la quiebra fraudulenta, en 1879, de la compañía constructora del canal de Panamá fundada por Lesseps—. El revanchismo y la prevención frente a los políticos republicanos, coadyuvaron a la modernización discursiva y organizativa de una derecha radical que se libera, ni que sea parcialmente, de la nostalgia legitimista para explorar nuevas perspectivas. En 1882, el poeta, político y combatiente en la guerra franco-prusiana, Paul Déroulède funda una Liga de patriotas. La entidad, que integró a 180.000 adherentes, se limitó en principio a promover la educación patriótica. A renglón seguido procedió a denunciar lo que entendía como excesiva prudencia de la III.ª República en la cuestión alsaciana. El siguiente paso consistió en clamar contra la debilidad y la claudicación de los republicanos frente a Alemania. El parlamentarismo y las instituciones republicanas eran un obstáculo a los intereses supremos de la nación. Una segunda línea de contestación antiparlamentaria encuentra su expresión en 1888, con la publicación por parte del escritor y periodista católico y monárquico Edouard Drumont de un auténtico best-seller: La France juive. Este escandaloso folleto, una suerte de ensayo sobre la historia contemporánea, enlazaba con los argumentos antirrepublicanos de la Liga e introducía una tesis que en otros escenarios europeos ya había alcanzado un gran eco popular: la de la responsabilidad central de la influencia judía en el declinar de la nación.  




			La primera gran cristalización de las reticencias patrióticas frente al principio democrático de nación de ciudadanos tuvo lugar alrededor de la persona del general Boulanger. Este militar, combatiente herido en la guerra contra Prusia, había expresado rotundas opiniones radicales. Debido a ello, Georges Clemenceau le abrió las puertas del Gobierno accediendo al ministerio de la Guerra después de las elecciones de 1885. Desde el ministerio, Boulanger procuró la republicanización del Ejército, aun a costa de relevar a cuatro príncipes orleanistas que ocupaban otros tantos mandos militares y del traslado de guarniciones sospechosas de veleidades monárquicas a ciudades y enclaves inequívocamente republicanos. Además elaboró un proyecto de reforma militar, que sería aprobado en 1889, por el que los años de servicio militar obligatorio quedaban reducidos de cinco a tres, pero en el que se suprimían las exenciones de que gozaban los seminaristas y las clases altas. Esa primigenia vocación republicana no le impidió, favorable como era a la revancha, proceder a paralelas declaraciones belicistas. Tras el desalojo de los radicales del Gobierno, en mayo de 1887, movimiento al que no fue ajena la crisis con Alemania, Boulanger fue mandado a provincias. Pero, gracias a la popularidad adquirida aprovechó para presentarse como candidato en diversas elecciones parciales, en las que ayudado por la nueva ley electoral, de escrutinio de lista departamental, obtuvo el triunfo por mayorías aplastantes; entre los departamentos que le eligieron estaban los de Nord y Seine, los más poblados e industrializados de Francia. Boulanger contaba, de hecho, con el apoyo de monárquicos y bonapartistas, de figuras clave de la Iglesia y el Ejército, así como de un cierto grado de consenso entre trabajadores y parados que expresaban, por vía interpuesta, su rechazo a una República conservadora y conmovida por escándalos de corrupción. En las elecciones de 1889, monárquicos, bonapartistas y boulangistas obtuvieron 210 escaños frente a los 366 de los republicanos. Un ambiente propicio al golpe de Estado planeaba amenazador sobre unas instituciones y fuerzas republicanas que optaron por un raudo contraataque. La Liga de los Patriotas, que había canalizado el apoyo popular al boulangismo, fue disuelta y sus líderes perseguidos. El mismo general, acusado de traición, huyó a Bruselas en 1889, donde se suicidó dos años después. La ley electoral fue cambiada, volviéndose a los distritos uninominales. La tentación plebiscitaria quedaba, de esta manera, abortada.  




			



			 






			Construyendo naciones y gestionando imperios:  Alemania y Austria-Hungría  




			



			 






			El 18 de enero de 1871, en Versalles, Guillermo I había sido proclamado emperador de Alemania. De la antigua Confederación Alemana del Norte, surge el nuevo Imperio. En rigor, un Estado complejo que procura, desde la diversidad de las tradiciones y de las estructuras sociales y económicas, forjar una nación. Lo que había ido adquiriendo consistencia gracias a una serie de guerras frente a enemigos exteriores precisaba ahora de una nueva argamasa que acabara de fundir en una única comunidad de ciudadanos, dejando de lado a los espacios y a los individuos tutelados por la Administración vienesa, al conjunto de los alemanes.  




			Católicos y socialdemócratas, por razones distintas, aunque en gran medida por la común adhesión a valores, poderes y actores colectivos transnacionales, pasaron a ser los objetivos preferentes de esa voluntad de contienda volcada ahora hacia el interior. En el verano de 1871 el canciller dará los primeros pasos en un conflicto cultural, abierto y frontal, con la Iglesia católica. A la liquidación del departamento católico para asuntos espirituales le seguirá la negativa imperial a proceder contra aquellos católicos que se oponían al nuevo dogma de la infalibilidad papal —aprobado en el Primer Concilio Vaticano— desde los colegios y las cátedras de teología universitarias; los conocidos como Viejos Católicos. Cuatro años más tarde ese conflicto, conocido como Kulturkampf, llega al clímax con la retirada de la financiación estatal a obispados y parroquias. Por el camino, el Estado alemán habrá roto relaciones con un Vaticano regido por el beligerantemente antiliberal Papa Pío IX, en 1872 a raíz de las medidas adoptadas contra los jesuitas, y habrá procedido a hacerse con el control tanto del entramado educativo como de los mecanismos tendentes a la regulación del cuerpo de ciudadanos: aprobación del matrimonio civil, obligatoriedad del registro civil para los nacimientos, fallecimientos y matrimonios. Es al Estado, y no a las Iglesias, a quien corresponde las funciones de ordenación de la nueva nación alemana. Y ello, aun a costa de generar no pocos malentendidos con la católica Baviera o de facilitar el crecimiento del voto al confesional Partido del Centro. Sólo la llegada al solio pontificio de León XIII, en 1878, abrirá nuevas perspectivas de entendimiento y hará posible la derogación progresiva de la legislación anticatólica. 




			La conformación de la moderna nación alemana explica también otros rasgos originales de la política interior desarrollada por Bismarck. Un conservador emérito como él no dudó en conceder, en los años 1880, una legislación social que contemplaba los seguros contra las enfermedades, infortunios, vejez e invalidez. Se trataba de la otra cara de la misma moneda que le llevaba a implementar una serie de iniciativas legales tendentes a bloquear el crecimiento de la socialdemocracia. En 1871 los dispersos grupos que se reclamaban del socialismo, herederos de Ferdinand Lasalle, o liderados por Wilhelm Liebknecht y August Bebel, lograron nueve escaños en el Parlamento. Unificados, en 1875, en el Partido Socialdemócrata, alcanzan casi medio millón de sufragios y doce diputados dos años más tarde. Será este nuevo actor colectivo el principal afectado de unas leyes antisocialistas que restringen su actividad legal y sindical, aunque no interfieren en la cuestión de los derechos electorales. El amparo al trabajador pasa, además, por la adopción de una perspectiva proteccionista en materia arancelaria. Una exigencia, la de protección, que cuenta con la aquiescencia entusiasta de grandes empresarios y terratenientes, articulados en la Asociación Central para la Industrialización Alemana, y que se plasma en el nuevo arancel de julio de 1879.  




			Un tercer cimiento habrá de dar solidez a la nación alemana: el de la plasmación de sus exigencias de participación en la carrera imperial y, como correlato inevitable, el del aumento de su capacidad castrense. A finales de 1886, Bismarck solicitará al Reichstag un nuevo, e incrementado, presupuesto militar. Como en el tema arancelario, esta suerte de iniciativas desagregaron a los Liberales Nacionales del ámbito gubernamental. Aunque ello no arredró a un canciller dispuesto a movilizar al electorado en base a la activación de la retórica nacionalista. 




			La suerte de Bismarck, en definitiva, no dependía exactamente de los sectores católicos o liberales del arco político, pero sí que se sustentaba sobre la confianza depositada en él por Guillermo I. A la muerte de éste, así como de su inmediato sucesor, el príncipe Federico, accede al trono imperial Guillermo II. Los días del canciller que había dirigido el proceso unificador y dado los primeros pasos de la nueva Alemania estaban contados. Los enfrentamientos entre el kaiser y el canciller se suceden, a propósito de la dirección del Estado Mayor del Ejército, de las relaciones internacionales —en particular con Rusia—, o de los nuevos retos de la política social. Finalmente, en marzo de 1890, un veterano militar, Leo von Caprivi, sucederá a Bismarck y afirmará su deseo de iniciar un nuevo curso en la política alemana. La salida a la luz pública de la socialdemocracia —reunida en octubre en el Congreso de Erfurt—, la creación de tribunales laborales o la proliferación de tratados comerciales con naciones mediterráneas y centroeuropeas serán los signos más elocuentes de ese viraje. Unas variaciones, no obstante, que se hacen viables en la medida que, durante las dos décadas previas se ha procedido a asegurar, por medios más o menos compulsivos, la lealtad de los ciudadanos al nuevo tipo de instituciones imperiales de la nación alemana en detrimento de solidaridades confesionales o de clase, de viejo o de nuevo tipo.  




			Si la Alemania unificada experimenta el papel central que el Estado puede asumir en la conformación de la moderna nación de ciudadanos, la monarquía danubiana entra en la década de los setenta habiendo establecido el compromiso dual y reasumiendo funciones que había obliterado. En 1868, por ejemplo, denuncia el Concordato con la Santa Sede, el de 1855, por el que se cedía a la Iglesia el control de la escuela y un elevado grado de tutela sobre las actividades culturales. Nada parecido al Kulturkampf en cuanto a los medios y a la radicalidad de las intenciones, pero un punto en común: la restauración al Estado del ámbito de decisión en materias relativas a la creación de ciudadanía. Así, un año más tarde se implantaba el servicio militar obligatorio y se adoptaba una legislación específica para regular la enseñanza primaria. Bien es cierto que la articulación austrohúngara no deja de generar tensiones. Serán fundamentalmente Bohemia —cuya Dieta aspira a no mantener más vínculo con Austria que el del soberano compartido—, la Galitzia polaca y los Balcanes, los ejes de una contestación que choca con la reticencia de los nacional-liberales y los representantes magiares. A partir de 1879 el gobierno conservador de Eduard Taaffe, contará con la colaboración de la minoría polaca a la que concederá el reconocimiento de la oficialidad de su idioma. Avances similares se dieron en Bohemia y Moravia, con la adopción del bilingüismo o la fundación de la Universidad checa de Praga. Aunque con motivaciones distintas, el Deutschnationale Verein, reclamará en el Programa de Linz, de 1882, la autonomía de Galitzia, la Bukovina y Dalmacia. Es la preservación de una Austria mayoritariamente alemana lo que mueve esta propuesta.  




			Determinantes en el avance de estos movimientos fueron las nuevas posibilidades de participación política derivadas de la reforma electoral de 1882. Diversos movimientos de base étnica o ideológica, y de notable arraigo en las clases medias ascendentes, como los Jóvenes Checos, los pan-germanistas, los cristiano-sociales o las propuestas antisemitas, encuentran un eco creciente. También lo obtiene en las áreas industrializadas un movimiento socialista plural que, como en el caso alemán, dará origen a unas leyes de excepción encaminadas a controlar su crecimiento. La diferencia radica, en este caso, en que el partido de Victor Adler y Karl Kautsky, unificado en 1889, dará preeminencia a la reflexión sobre el problema de las nacionalidades y su interacción con el obrerismo organizado. 




			



			 






			El Estado liberal en la Europa meridional  




			



			 






			El año 1870 no constituye, desde el punto de vista de la evolución política, una fecha significativa en la península Ibérica. La cronología hispánica aparece, por el contrario, marcada por dos grandes hitos: 1868 y 1874. La Revolución de 1868, aquella que había acabado, aparentemente para siempre, con los derechos dinásticos de la casa de Borbón a la Corona de España, tuvo una evolución accidentada. Surgida de la insatisfacción de segmentos importantes de las elites empresariales, políticas, militares y culturales, la revolución estuvo marcada, desde sus orígenes, por una significativa participación de las multitudes urbanas radicalizadas. Éstas canalizaron sus exigencias —en relación a la conscripción militar, las condiciones de vida y de trabajo o las exigencias de participación en la toma de decisiones políticas— a través de diversas manifestaciones de acción colectiva. Los levantamientos republicanos federales, las huelgas obreras, los motines de subsistencias, se sucedieron a lo largo de todo el sexenio. Y tuvieron su impacto al otro lado de la frontera: españoles como Anselmo Lorenzo se hallan tras la implantación en Lisboa de la Alianza bakuninista. De hecho, en el vecino Portugal la emergencia paralela del socialismo y del republicanismo explicarían, en parte, el reagrupamiento monárquico liberal, paralelo al registrado en los orígenes de la Restauración española, en el seno del Partido Progresista. 




			Las agitaciones del sexenio, especialmente en España, fueron la cara y la cruz, de un ciclo de intensa politización. Si por un lado constituyeron un estímulo a la ampliación de derechos democráticos y a la creación de una ciudadanía activa, por el otro dificultaron la estabilización de las innovaciones liberal-democráticas en el terreno institucional. El liberalismo progresista, sostenido por militares, como Juan Prim, que habían forjado su prestigio tanto en las guerras civiles interiores, como en las empresas imperiales de mediados de siglo, en África o en México, y aun en las actividades conspirativas en el tramo final del reinado de Isabel II, ensayó la forja de una monarquía constitucional. Apoyada en una Constitución liberal democrática, la de 1869, modélica en su carta de derechos, intentaron personificarla en el representante de una casa real europea estrechamente vinculada con el devenir liberal europeo: Amadeo de Saboya.  




			Falta de una genuina base social sobre la que sostenerse en el poder, la monarquía democrática acabó colapsándose frente a una guerra civil interna —un nuevo episodio de las guerras carlistas—, la contestación de los restos del Imperio en las Antillas, la agitación social, obrera y republicana, y las fracturas existentes en el seno de las elites liberales y burguesas. En febrero de 1873, la renuncia de Amadeo al trono abrió las puertas a la República, la primera de las españolas. Ésta no tuvo más suerte que el episodio monárquico. En una acelerada dinámica de cambios al frente del Poder Ejecutivo —hasta cuatro presidentes del poder ejecutivo en apenas once meses, siendo Francisco Pi y Margall y Emilio Castelar las figuras más significativas a izquierda y derecha del movimiento republicano— la experiencia institucional inaugurada en febrero se encaminaría hacia el desastre en medio de un agravamiento de las agitaciones —especialmente significativo será el levantamiento cantonal de julio de 1873 que aspiraba, desde la óptica del radicalismo popular, a reconstruir el Estado desde abajo, desde unos municipios concebidos como espacio primigenio de articulación del cuerpo político y fuente de la soberanía nacional—, de las fracturas internas de la democracia republicana —entre liberales y demócratas radicales tentados por horizontes vagamente socializantes, entre descentralizadores y federalistas más o menos extremos—, y, en fin, de la conspiración favorable a una restauración de la monarquía en la persona del hijo de Isabel II, Alfonso XII.  
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